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Juicio No. 11804-2019-00138

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 12h27. VISTOS.- Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de: 

i Mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento del

Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia.-

ii Mediante Resolución No. 02-2021 de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia,  en uso de sus  atribuciones,  resolvió estructurar las  seis Salas  Especializadas  de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño.-

iii Iván Rodrigo Larco Ortuño fue designado como Conjuez Nacional por el Consejo de la Judicatura

el  15  de  marzo  de  2018;  ratificado  por  el  artículo  2  de  la  Resolución  No.  187-2019  de  15  de

noviembre de 2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  115-P-CNJ-2021  de  18  de  febrero  de  2021,  suscrito  por  el  doctor  Iván  Saquicela  Rodas,

Presidente de la Corte Nacional de Justicia.

iv Conforme el  acta  de sorteo  electrónico  realizado el  jueves  3 de  febrero  de 2022,  a  las  13:19

constante a fojas 26 del expediente, el Tribunal competente para conocer y resolver la presente causa

se encuentra conformado por  los Jueces Nacionales:  Fabián Patricio Racines Garrido,  como Juez

Ponente, en virtud de lo establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función Judicial,

Milton Enrique Velásquez Díaz e Iván Rodrigo Larco Ortuño; así como, acorde lo dispuesto en los

artículos 183 y 185 del Código Orgánico de la Función Judicial.
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v Con auto de sustanciación de miércoles 16 de marzo de 2022, las 10h42, se convocó para el día

viernes 22 de abril  de 2022,  a las 09h00,  para que se desarrolle la audiencia de sustentación del

recurso de casación prevista en el artículo 272 del Código Orgánico General de Procesos (en adelante,

ª COGEPº ), dentro de la causa No. 11804-2019-00138.

vi En el  día  y hora fijados para  el  efecto,  se  instaló la  audiencia  de sustentación del  recurso de

casación a la que compareció el  señor Walter Fabián Ochoa Sarango,  acompañado de su defensa

técnica, quien fundamentó su recurso con base a la causales admitidas a trámite. De igual forma,

compareció  la  Contraloría  General  del  Estado,  a  través  de  su  abogada  institucional.   Luego  de

escuchar a las partes procesales, esta Sala Especializada pronunció la resolución oral adoptada por

unanimidad, mediante la cual se rechazó el recurso de casación interpuesto por la Contraloría General

del Estado, por lo que corresponde, al tenor del artículo 93 del COGEP, emitir la sentencia escrita y

debidamente motivada, conforme los términos que se exponen a continuación:

I

ANTECEDENTES

1.1 El Tribunal Distrital Contencioso Administrativo con sede en el cantón Loja, provincia de Loja

(en adelante  ª TDCA de Lojaº  o ª Tribunal de instanciaº ,  indistintamente),  expidió sentencia el

miércoles 28 de octubre del 2020, a las 11h06, dentro de la causa signada con el No. 11804-2019-

00138, promovida por el señor Walter Fabian Ochoa Sarango, en contra de la Contraloría General del

Estado  y  del  Procurador  General  del  Estado,  en  la  que  se  resolvió  que:  ª 8.2.  Por  todas  las

consideraciones anteriormente expuestas, con el fundamento doctrinario, jurisprudencial y normativo

que ha quedado expuesto,  y sobre la base de lo previsto en los artículos 300 y 313 del  Código

Orgánico General de Procesos y 140 del Código Orgánico de la Función Judicial; en cumplimiento

de los deberes de los jueces y juezas que integramos los Tribunales Contencioso Administrativos de

garantizar  la  tutela  judicial  efectiva  de  los  derechos  declarados  en  la  Constitución  y  en  los

instrumentos internacionales de derechos humanos, así como de supervisar la legalidad de los actos

expedidos de la Administración Pública, en aras de garantizar el derecho a la seguridad jurídica, que

se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras,

públicas  y  aplicadas  por  las  autoridades  competentes,  EL  TRIBUNAL  DE LO  CONTENCIOSO



Lunes 3 de agosto de 2026 Edición Jurídica Nº 121 - Registro Oficial

4 

ADMINISTRATIVO Y TRIBUTARIO CON SEDE EN EL CANTÓN LOJA, PROVINCIA DE LOJA,

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, acepta la demanda y

declarar la nulidad de la Resolución Nro. 39520 del 03 de mayo del 2018, expedida por el Director

Nacional de Responsabilidades de la Contraloría General del Estado, a través de la cual se confirma

la responsabilidad administrativa culposa Nro. 11402-DPR, predeterminada en contra del actor.- Sin

costas ni honorarios que regular.- NOTIFÍQUESE.º

1.2 Inconforme con la sentencia indicada, la Contraloría General del Estado, presentó un recurso de

casación, que fue atendido y concedido por el Tribunal de instancia, mediante auto de miércoles 20 de

enero  de  2021,  las  15h31,  en  el  que  se  dispuso  también  que  el  proceso  se  remita  a  la  Sala

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia.

1.3 Con fecha martes 8 de junio de 2021, las 11h40, la doctora Hipatia Susana Ortiz Vargas, en su

calidad de Conjueza Nacional de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte

Nacional de Justicia admitió el recurso de casación por las causales segunda y quinta del artículo 268

del COGEP.    

II.-

 ARGUMENTOS QUE CONSIDERA LA SALA ESPECIALIZADA DE LA

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

2.1 La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad con el

primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del

Código Orgánico de la Función Judicial; y, artículo 269 del COGEP. 

2.2 El  presente recurso de casación está orientado a decidir si  la sentencia de mayoría dictada el

miércoles  28 de octubre del  2020,  a las 11h06 por  el  TDCA de Loja ha incurrido en los yerros

acusados por la entidad casacionista y que fueron admitidos a trámite que son los siguientes:
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Caso segundo del artículo 268 del COGEP que refiere a: ª Cuando la sentencia o auto

no contenga los requisitos exigidos por la ley o en su parte dispositiva se adopten

decisiones contradictorias o incompatibles así como, cuando no cumplan el requisito

de motivación.º

Caso quinto del artículo 268 del COGEP que refiere a: ª 5. Cuando se haya incurrido

en aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de

derecho sustantivo,  incluyendo los  precedentes  jurisprudenciales  obligatorios,  que

hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la sentencia o auto.º

2.3 La  casación  es  un  recurso  extraordinario  que  tiene  como  objetivo  la  correcta  aplicación  e

interpretación  de  las  normas  de  derecho,  sean  sustanciales  o  procesales,  que  han  sido  usadas  u

omitidas  en  la  sentencia  o  auto,  materia  del  recurso,  que  han  sido  emitidas  por  los  Tribunales

Distritales de lo Contencioso Administrativo o Contencioso Tributario, así como por las Salas de las

Cortes Provinciales. La doctrina es coincidente y así lo ha señalado esta Corte Nacional, que entre los

propósitos sustanciales de la casación, se encuentra el control efectivo de la legalidad de las sentencias

de única y de última instancia, que provengan de tribunales distritales y cortes provinciales, expedidas

en juicios de conocimiento; control que se orienta a la indispensable unificación de la jurisprudencia

y, desde luego, a la aplicación correcta del ordenamiento jurídico pertinente; es por eso que el recurso

de casación es restablecedor del imperio de la norma jurídica que ha sido infringida por el auto o

sentencia reprochadas. Cumple por eso, con hacer efectivo el principio de seguridad jurídica y de

juridicidad propio del Estado constitucional de derechos y justicia (Resolución No. 171-2015 de 13 de

mayo de 2015, Resolución No. 159-2015 de 30 de abril de 2015, Resolución No. 157-2015 de 30 de

abril de 2015, todas de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional

de Justicia)

2.4 También es importante recalcar que el  recurso de casación es un medio impugnatorio de las

sentencias o autos que, dentro de procesos de conocimiento, expiden, entre otros órganos judiciales,

los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo; desde luego que los autos se refieren a

aquellos que ponen fin a los procesos judiciales y que en la práctica tienen fuerza de sentencias; por

tanto,  no  corresponde,  al  orden  de  los  recursos  ordinarios  que  regulan  actividades  procesales  de

instancia; de ahí que la casación corresponda a la clase de recursos extraordinarios, que se orienta a

que un tribunal de casación pueda hacer el control de legalidad de la sentencia o auto al que se ataca;
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es por ello que no solo la doctrina y la jurisprudencia, sino esencialmente la misma ley, establece una

serie de formalidades que deben ser cumplidas de manera estricta con la técnica jurídica que cada

causal  y  los  modos  de  infracción  que  estas  contienen  exigen;  técnica  que  tiene  ver  con  el

razonamiento lógico-jurídico que permita demostrar la existencia de los yerros que el casacionista,

aduce, vician al auto o sentencia que reprocha; el recurso de casación por su propia excepcionalidad

establece taxativamente  los  casos  y  los  yerros  que  potencialmente  pueden afectar  a  una  decisión

judicial,  sin  que,  quien  usa  el  recurso  pueda  promoverlo  por  causas  distintas  a  las  determinadas

puntualmente en el ordenamiento jurídico. (Resolución No. 2020-714 de 21 de septiembre de 2020 de

la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia)

2.5  Humberto Enrique Tercero  Bello  Tabares,  en su obra ª La  Casación Civilº ,  sobre el  carácter

extraordinario del recurso de casación, señala que: ª como medio de impugnación judicial, se inscribe

en las características de los llamados recursos extraordinarios, ya que en teoría, se trata de un medio

de impugnación que se produce con menor frecuencia y con cierto grado de dificultad dentro del

marco del proceso jurisdiccional, producto de su exigencia técnica, no solo en cuanto a su ejercicio,

sino en cuanto a su admisión, limitado a causas o motivos determinados y taxativos, de manera que

además de la injusticia o defectuosidad, para el ejercicio del recurso de casación que exige un motivo

o error, donde inicialmente, solo se fiscaliza la decisión impugnada ±excepcionalmente los actos de

las  partes± y tiene limitantes  en cuanto a la  cuestión de hecho y probatoria,  de manera que el

Tribunal de Casación tiene sus poderes competencial de conocimiento limitativo a los motivos del

recurso que se hayan delatado, como es el típico caso de la casación.º  (Bello Tabares, H. E. T.

(2017). La casación civil. Tomo I. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez. Pag. 351)

III.- 

ANÁLISIS DE LA CAUSAL SEGUNDA DEL ARTÍCULO 268 DEL COGEP, CUANDO LA

SENTENCIA O AUTO NO CONTENGA LOS REQUISITOS EXIGIDOS POR LA LEY O EN

SU PARTE DISPOSITIVA SE ADOPTEN DECISIONES CONTRADICTORIAS O

INCOMPATIBLES ASÍ COMO, CUANDO NO CUMPLAN EL REQUISITO DE

MOTIVACIÓN.

3.1  En palabras del  tratadista Fernando de la Rúa:  ª La motivación de la sentencia constituye un

elemento  intelectual,  de  contenido  crítico,  valorativo  y  lógico,  que  consiste  en  el  conjunto  de
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razonamientos de hecho y de derecho en que el juez apoya su decisión. La exigencia es una garantía

de justicia a la cual se la ha reconocido jerarquía constitucional como derivación del principio de la

inviolabilidad de la defensa en juicio. Por la motivación, además se asegura la publicidad de la

conducta de los jueces y el control popular sobre el desempeño de sus funciones, esencial en un

régimen republicano. Por ella también podrán los interesados conocer las razones que justifican el

fallo  y  decidir  su  aceptación  o  impugnación.  El  tribunal  que  deba  conocer  el  eventual  recurso

reconocerá de la motivación los principales elementos para ejercer su control¼  La motivación de la

sentencia es la fuente principal de control sobre el modo de ejercer los jueces su poder jurisdiccional.

Su finalidad es suministrar una garantía y excluir lo arbitrario. La sentencia, enseña Florian, no ha

de ser un acto de fe, sino un acto de convicción razonada. Por ella, la <libertad de convencimiento

no puede degenerar en un arbitrio ilimitado, y en la estimación de la prueba no puede imperar la

anarquía, toda vez que la ley no autoriza jamás juicios caprichosos>¼  El juzgador debe tener en

cuenta los requisitos necesarios para que la motivación de su sentencia sea adecuada. Para que la

fundamentación sea válida, debe ser, a la vez, expresa, clara, completa, legítima y lógica sobre este

requisito,  se  anota  que  el  juez  debe  observar  en  la  sentencia  las  reglas  de  recto  entendimiento

humano, que presiden la elaboración racional de los pensamientos. El  juez debe ajustarse a sus

principios. Si se aparta de ellos, las palabras no alcanzarán la jerarquía de pensamiento, y el fallo

será inválidoº  (De la Rúa. F. Teoría  General del Proceso, Depalma, Buenos Aires, 1991, pág. 146). 

3.2  Esta Sala Especializada, en su Resolución No. 240-2020 de 10 de junio de 2020, dentro de la

causa No. 01803-2018-00030 dice que: ª Consideramos que la motivación opera como una verdadera

justificación racional de la sentencia en el sentido amplio del concepto. Desde esta perspectiva, el

órgano jurisdiccional debe justificar los argumentos racionales que son fundamento de la decisión,

sobre todo, cuando se trata de elementos valorativos. La motivación debe mostrar que la decisión

está  legal  y  racionalmente  justificada  sobre  la  base  de  aquellos  elementos  (premisas)  que  la

fundamentan; debe ser completa, para lo cual tiene que  abarcar los hechos y el derecho. Los hechos

o sea la descripción fáctica es el presupuesto de aplicación de la ley y, por tanto, un requisito de la

motivación en derecho de la sentencia; los hechos constituyen el sustento de la aplicación normativa.

Para motivar en derecho la sentencia, el tribunal debe justificar en el texto de la ley la conclusión

jurídica, individualizando la norma jurídica que se aplica a los hechos comprobados y que justifica la

decisión.º  

3.3 La motivación de las resoluciones de los poderes públicos ha sido elevada a rango constitucional.

El artículo 76 numeral 7 letra l) de la Constitución de la República dice: ª Art. 76.- En todo proceso en
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el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido

proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 7. El derecho de las personas a la defensa

incluirá las siguientes garantías: l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas.

No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se

funda  y  no  se  explica  la  pertinencia  de  su  aplicación  a  los  antecedentes  de  hecho.  Los  actos

administrativos, resoluciones o  fallos que no se encuentren debidamente motivados se considerarán

nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.º  La motivación, además, tiene

relación directa con la tutela judicial efectiva, puesto que los justiciables deben conocer las normas

jurídicas o  los principios jurídicos que los jueces aplicaron al caso concreto, determinar los hechos

relevantes que se evidencian en el proceso y explicar la conformidad del régimen jurídico invocado en

relación con los hechos determinados.

3.4 Esta Sala Especializada considera pertinente citar las alegaciones de la entidad casacionista con las

que busca acreditar su postura:  ª En la especie, la sentencia carece del requisito de motivación, por

cuanto lo  expuesto en el  fallo  impugnado además de incompleto carece de lógica ya que no da

respuesta a las pretensiones de las partes procesales, ni se sustenta en razonamientos lógicos legales,

desde  que  la  parte  considerativa  del  fallo  se  efectúa  en  base  a  interpretaciones  erradas,  sin

aplicación de norma alguna que debieron ser observadas para obtener una resolución coherente,

basada en todos los elementos que exige para que así sea, y en base a normas aplicables al caso, al

hacerlo se refiere [sic] criterios descontextualizados, conforme se expone a lo lardo de este recurso.

Es más, al revisar la sentencia emitida por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Tributario

con sede en el  cantón Loja, provincia de Loja, se verifica que no cumple con  los elementos de

razonabilidad,  lógica y comprensibilidad que conforman la motivación como lo señalé  en líneas

anteriores.º  La entidad de control continúa y manifiesta lo siguiente:  ª De lo citado, debo exponer

que  el  Tribunal  a  pesar  de  transcribir  lo  manifestado  por  la  Corte  Constitucional  del  Ecuador

referente a los elementos que debe contener la motivación, no ha podido exponer [sic] la forma clara,

lógica  y  precisa,  cómo  llegó  a  determina  que  la  Resolución  39520  no  es  razonable,  Lógica  y

comprensible ya que no se evidencia un análisis por el cual se explique en qué sentido la resolución

citada carece de razonabilidad, de lógica o que la misma no sea comprensible¼ º     

3.5  Por su parte,  el  Tribunal  de instancia  señaló lo  siguiente:  ª En este  contexto,  tomando como

referente  los  elementos  que  conforman  la  motivación,  el  Tribunal  observa  que  la  resolución

reprochada no se encuentra motivada, premisa a la que se arriba por cuanto los hechos que sirven de
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base para determinar la responsabilidad administrativa culposa se producen con posterioridad a la

fecha en la que el hoy demandante deja de prestar sus servicios en la institución pública, esto es, en

la Agencia de Regulación y Control Minero de Zamora; circunstancia que sin duda algún a afecta el

sentido de razonabilidad y de lógica del acto administrativo en cuestión.º

3.6 Para resolver el yerro alegado, la Sala Especializada considera que habrá motivación cuando las

razones expuestas en una sentencia guarden sindéresis, coherencia y lógica entre sí y logren explicar,

de forma fehaciente, cómo se entrelazan los antecedentes del caso con las normas invocadas por el

Tribunal de instancia. Si en la sentencia no se observa esta arquitectura jurídica y fáctica, sino que se

efectúa una mera transcripción de hechos y medios probatorios, sin que exista una línea argumentativa

y un hilo conductor entre ellos y las conclusiones a las que el arriba el Tribunal, entonces, no habrá

motivación.

3.7 En el caso que nos ocupa, esta Sala Especializada puede observar que la sentencia interpelada se

encuentra motivada, puesto que el Tribunal de instancia advierte que de la fundamentación fáctica se

desprende que el señor Ochoa Sarango dejó de prestar sus servicios en la institución pública, esto es,

en la Agencia de Regulación y Control Minero de Zamora y los hechos que sirvieron de base para

determinar la responsabilidad administrativa culposo se produjeron con posterioridad a la fecha de su

desvinculación, situación que provoca que la motivación de la resolución impugnada ante el Tribunal

de instancia se haya visto afectada en los parámetros de razonabilidad y lógica.   

IV

ANÁLISIS DEL CASO QUINTO DEL ARTÍCULO 268 DEL COGEP CUANDO SE HAYA

INCURRIDO EN APLICACIÓN INDEBIDA DE NORMAS DE DERECHO SUSTANTIVO

QUE HAYAN SIDO DETERMINANTES EN LA PARTE DISPOSITIVA DE LA SENTENCIA

4.1 Esta  Sala  estima importante  referirse  al  alcance  del  caso quinto del  artículo  268 del  Código

Orgánico General de Procesos que consiste en: ª 5. Cuando se haya incurrido en aplicación indebida,
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falta  de  aplicación  o  errónea  interpretación  de  normas  de  derecho  sustantivo,  incluyendo  los

precedentes jurisprudenciales obligatorios, que hayan sido determinantes en la parte dispositiva de la

sentencia o auto.º  

4.2 Al respecto, esta causal se refiere a una infracción sustancial del ordenamiento jurídico: el error in

iudicando in jure, cuando a causa de no haberse entendido apropiadamente el sentido jurídico del caso

sometido a decisión, se aplica a éste una norma diferente a la que debió en realidad aplicarse, ya sea

por  ª falta  de  aplicaciónº ,  es  decir,  se  deja  de  aplicar  normas  que  necesariamente  debían  ser

consideradas para la decisión o por ª aplicación indebidaº  de las normas, cuando ha sido entendida

rectamente en su alcance y significado, pero se la ha utilizado para un caso que no es el que ella

contempla; o se la concede a la norma aplicable un alcance equivocado por ª errónea interpretaciónº ,

cuando  la  norma  aplicada  es  la  adecuada  para  el  caso,  y  no  obstante  se  la  ha  entendido

equivocadamente, dándole un alcance que no tiene. Se da pues, por parte del juzgador de instancia, un

falso juicio de derecho sobre la norma y, por tanto, la sentencia debe ser casada, porque declara una

falsa voluntad de la normativa estatal.  La falta de aplicación consiste,  por tanto,  en ª un error de

existenciaº ; la aplicación indebida entraña ª un error de selecciónº  y, la errónea interpretación equivale

a ª un error del verdadero sentido de la normaº .

4.3 La Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia, en la Resolución No.

192 de 24 marzo de 1999, juicio No. 84-98, publicada en el Registro Oficial Suplemento 211 de 14 de

junio de 1999, con respecto a esta causal, señaló lo siguiente:  ª Se trata de la llamada transgresión

directa de la norma legal en la sentencia, y en ella no cabe consideración respecto de los hechos,

pues se parte de la base que es correcta la apreciación del Tribunal ad-quem sobre el valor de los

medios de prueba incorporados al proceso, por lo que corresponde al tribunal de casación examinar,

a  base  de  los  hechos  considerados  como  ciertos  en  la  sentencia,  sobre  la  falta  de  aplicación,

aplicación indebida o errónea interpretación de los artículos citados por el recurrente.º   

4.4  Con respecto a la indebida aplicación de una norma sustantiva, Luis Cueva Carrión, en su obra

ª La casación en materia civilº  nos enseña que: ª Aplicar indebidamente la ley significa: aplicarla en

la forma que no se debe hacerlo; aplicarla mal, hacer un mal empleo de la ley o de sus principios

para cometer un ilícito, un injusto o una falta de equidad al momento de declarar el derecho. La

aplicación  indebida  de  la  norma  tiene  lugar  cuando  se  la  aplica  para  un  caso  que  no  es  el

contemplado por ella o cuando se aplica una norma que le corresponde al caso que se juzga. Aplica
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indebidamente la ley sustantiva quien procede contra lo establecido por el derecho vigente.º  (Cueva,

L. (2011). La casación en materia civil. Quito: Ediciones Cueva Carrión. Pag. 237). 

4.5 Por otra parte, en la sentencia de 16 de mayo de 2011 dictada por la Sala de lo Civil, Mercantil y

Familia  de la  Corte  Nacional  de Justicia,  se  indica lo  siguiente:  ª La aplicación indebida ocurre

cuando la norma ha sido entendida rectamente en su alcance y significado; mas se la ha utilizado

para un caso que no es el que ella contempla; es decir la aplica a un supuesto fáctico diferente del

hipotético contemplado en ella, incurriendo así en un yerro en la relación del precepto con el caso

controvertido. Parte de la idea de que la norma no es aplicable al caso es decir la norma aplicada no

es la pertinente. En otras palabras, la indebida aplicación ocurre cuando el hecho motivo de la Litis

no es acorde con la hipótesis contenida en la norma aplicada en el caso; cuando establecido los

hechos en el fallo, el tribunal de instancia los subsume en una norma jurídica que no los califica

jurídicamente o que no le corresponde acorde con los presupuestos normativos que la misma norma

establece;  es  decir,  dada  la  interpretación  lógico  jurídica  adecuado  del  precepto  jurídico,  la

aplicación  indebida  significa  presencia  de  norma inconsecuente  con  los  presupuestos  fácticos  y

normativos establecidos en el fallo, vale decir cuando a una situación fáctica, particular y específica

determinada en la resolución judicial, se ha atribuido una situación abstracta, general o hipotética

contenida en la norma jurídica que no le corresponde, lo que a su vez genera la falta de aplicación de

aquella norma jurídica que efectivamente subsume los hechos o situaciones fácticas determinadas en

el fallo. El error no es de selección de norma. Existe aplicación indebida cuando la norma aplicada

no guarda consecuencia con los presupuestos fácticos y normativos del caso.º  (Sentencia de la Sala

de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia de 16 de mayo de 2011 dentro del

juicio No. 476-2010-MAS)     

4.6  Después  de  plantear  estas  consideraciones  sobre  el  yerro  de  indebida  aplicación  de  normas

sustantivas, es pertinente resaltar la argumentación de la casacionista constante en su memorial de

casación: ª Al aplicar indebidamente el artículo 56 literal a) del Reglamento a la LOCGE, el mismo

hace  relación  a  que  la  Contraloría  establecerá  la  resolución  dentro  del  plazo  de  60  días,  no

especificando la norma reglamentaria que no hacerlo ocasiona la nulidad, ilegalidad o caducidad de

la facultad determinadora.  Si  el  Tribunal hubiera aplicado el artículo 71 de la LOCGE, hubiera

determinado que no existe nulidad, ilegalidad o caducidad para pronunciarse puesto que las acciones

y omisiones ocurren desde la fecha del corte del examen especial, esto es el 31 de diciembre de 2015,

hasta el  11 de diciembre de 2018, fecha de notificación de la Resolución 39520, por lo que no han
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transcurrido los siete años para que se declare la caducidad ni la nulidad; es decir, no existe nulidad

ni caducidad de la Entidad de Control ni para pronunciarse ni para determinar responsabilidades,

por cuanto lo ha realizado dentro del plazo previsto legalmente.º

4.7  Por  su  parte,  el  Tribunal  de  instancia  en  la  sentencia  interpelada,  esbozó  la  siguiente

argumentación  que,  pese  a  su  extensión,  esta  Sala  Especializada  considera  pertinente  citar:  ª En

conclusión, la prueba aportada en la audiencia de juicio da cuenta que los hechos que originan las

desviaciones administrativas imputadas al hoy accionante, se producen luego de que el señor Walter

Fabián Ochoa Sarango concluye las funciones de Coordinador Regional de la Agencia de Regulación

y Control Minero de Zamora, de forma que no pudo habérselo hecho responsable por no adoptar las

acciones necesarias para impedir la explotación minera ilegal que produjo la contaminación del Río

Congüime, menos aún las acciones para mantener los hitos demarcatorios puesto que tal verificación

se produce en el año 2016, fecha en la que ya no ejercía las responsabilidades cuya omisión se

cuestiona.  En este  orden de ideas,  no es  procedente  lo  argüido por el  accionante  respecto a la

caducidad de facultades del Organismo Técnico de Control conforme a lo establecido en el artículo

71 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado, no obstante, la referida circunstancia

afecta  el  sentido  de  motivación  de  acto  administrativo  objetando,  tema  que  será  abordado más

adelante.  6.6. Dentro del control de legalidad que efectúa este Tribunal, en caso sub examine, se

evidencia además que el oficio No. 11402-DPR del 06 de abril de 2017, suscrito por la Directora de

Predeterminación de Responsabilidades (e),  que contiene la predeterminación de responsabilidad

administrativa culposa en contra del ahora actor, le ha sido notificado el 20 de abril de 2017; ante

ello el accionante mediante escrito presentado el 19 de mayo del 2017 (fs. 133 a 134), en base a los

fundamentos  expuestos  en  su  comunicación,  presentó  su  contestación  a  la  responsabilidad

administrativa  culposa  predeterminada  a  fin  de  desvanecer  la  multa  impuesta;  en  tanto,  la

Resolución Nro.  39520 del  03 de mayo de 2018 que confirma la responsabilidad administrativa

culposa fue notificada el 11 de diciembre de 2018. Tomando en cuenta los tiempos fijados en la

norma reglamentaria transcrita en líneas ut supra, esto es, el artículo 56 letra a) del Reglamento a la

LOCGE, se establece que la fecha de notificación con la predeterminación se produce el 20 de abril

de 2017, posteriormente, dentro del término legal, según se refiere el Organismo Técnico de Control

en el considerando segundo de la resolución en cuestión, el accionante contesta la responsabilidad

administrativa culposa predeterminada en su contra, mediante escrito ingresado a la Contraloría

General del Estado con control de comunicación Nro. 38663 del 19 de mayo de 2017; en tanto, la

Contraloría General del Estado debía emitir su resolución dentro del plazo de 60 días, esto es, el 19

de julio de 2017, no obstante, lo efectúa el 03 de mayo del 2018. De lo anotado, es claro para este
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Tribunal  que  la  resolución  con  la  que  se  confirma  la  responsabilidad  administrativa  culposa

cuestionada, se produce superando en exceso el plazo señalado en la letra a) del artículo 56 del

Reglamento a la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado. En suma, la Resolución Nro.

39520 que confirma la responsabilidad administrativa culposa en contra del demandante adolece de

vicios de nulidad, puesto que se ha verificado la omisión o incumplimiento de las formalidades que se

deben observar para dictar una resolución o iniciar un procedimiento, cuya violación se denuncia,

omisión o incumplimiento que influyen en la decisión administrativa adoptada, vulnerándose de esta

forma la garantía del derecho a un debido proceso establecida en el numeral 3 del artículo 76 de la

Constitución de la  República,  esto por no haber observado el  trámite propio del  procedimiento;

proceder  que  además  ha  sido  instaurado  por  la  propia  administración  a  través  de  su  facultad

reglamentaria.º   

4.8 La entidad de control alegó el yerro de indebida aplicación del artículo 56 letra a) del Reglamento

General  a  la  Ley Orgánica  de  la  Contraloría  General  del  Estado;  sin  embargo,  del  memorial  de

casación y de la sustentación del recurso en la audiencia oral, esta Sala Especializada advierte que la

argumentación esgrimida se enfoca en sustentar otro yerro, puesto que lo que indica el recurrente es

que la norma en cuestión debió interpretarse de un modo distinto y no como lo hizo el Tribunal de

instancia.   La  entidad  de  control  sugiere  que  si  el  Tribunal  de  instancia  hubiese  entendido

correctamente el sentido de la norma infraccionada, no habría llegado a la conclusión de que si la

resolución no se estableció en el plazo de 60 días, esta situación ocasionaría la nulidad, ilegalidad o

caducidad de la facultad determinadora, sino que hubiese aplicado el artículo 71 de la Ley Orgánica

de la Contraloría General del Estado, esto es, que no habrían transcurrido los siete años para que se

declare la caducidad o nulidad.

4.9 Frente a esta deficiencia argumentativa, esta Sala Especializada considera importante recordar que

la  casación  es  un  recurso  extraordinario,  cuyo  ejercicio  está  limitado  a  ciertos  parámetros

determinados en la ley y su actividad se ejerce en función de los motivos tasados en el COGEP, sin

que el ordenamiento jurídico le haya otorgado al Tribunal de Casación la competencia para reconducir

los  argumentos  vertidos  por  la  casación  y  ajustarlos  a  la  causal  que  corresponda,  conforme  los

principios dispositivo y de debida técnica. Por las razones expuestas, el recurso de casación no puede

prosperar.
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V

DECISIÓN

Por lo expuesto, sin que sea necesario realizar otras consideraciones, esta Sala Especializada de lo

Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN

NOMBRE  DEL  PUEBLO  SOBERANO  DEL  ECUADOR,  Y  POR  AUTORIDAD  DE  LA

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA resuelve rechazar el recurso de casación

interpuesto por la Contraloría General del Estado; y, en consecuencia, no casa la sentencia dictada el

miércoles 28 de octubre del 2020, a las 11h06, dentro de la causa signada con el No. 11804-2019-

00138.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.-

RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

JUEZ NACIONAL (PONENTE)

MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ

JUEZ NACIONAL



Lunes 3 de agosto de 2026Registro Oficial - Edición Jurídica Nº 121

15 

DR. IVAN RODRIGO LARCO ORTUÑO

JUEZ NACIONAL
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Juicio No. 17741-2014-0607

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 10h45. VISTOS: Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de lo siguiente:

i Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia.-

ii Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia, en uso de sus atribuciones, resolvió estructurar las seis Salas Especializadas de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño.

iii Patricio Adolfo Secaira Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución No. 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y, posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de 18 de febrero del  2021,  efectuado por  el  doctor  Iván Saquicela  Rodas,

Presidente de la Corte Nacional de Justicia.

iv Conforme el acta de sorteo electrónico realizado con fecha lunes 15 de marzo de 2021, a las 03:10

pm, constante a fojas 13 del expediente, el Tribunal competente para conocer y resolver la presente

causa se encuentra conformado por los Jueces Nacionales: Fabián Patricio Racines Garrido, como

Juez Ponente, en virtud de lo establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función

Judicial, Milton Enrique Velásquez Díaz y Patricio Adolfo Secaira Durango, según lo dispuesto en

175817694-DFE

RESOLUCION N° 507-2022
Juicio No. 17741-2014-0607

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 10h45. VISTOS: Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de lo siguiente:

i Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia.-

ii Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia, en uso de sus atribuciones, resolvió estructurar las seis Salas Especializadas de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño.

iii Patricio Adolfo Secaira Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución No. 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y, posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de 18 de febrero del  2021,  efectuado por  el  doctor  Iván Saquicela  Rodas,

Presidente de la Corte Nacional de Justicia.

iv Conforme el acta de sorteo electrónico realizado con fecha lunes 15 de marzo de 2021, a las 03:10

pm, constante a fojas 13 del expediente, el Tribunal competente para conocer y resolver la presente

causa se encuentra conformado por los Jueces Nacionales: Fabián Patricio Racines Garrido, como

Juez Ponente, en virtud de lo establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función

Judicial, Milton Enrique Velásquez Díaz y Patricio Adolfo Secaira Durango, según lo dispuesto en

175817694-DFE

RESOLUCION N° 507-2022
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los artículos 183 y 185 del Código Orgánico de la Función Judicial y encontrándose el proceso en

estado de resolver, para hacerlo se considera:  

I

ANTECEDENTES

 

1.1 El  Tribunal  Distrital  No.  3 de lo Contencioso Administrativo con sede en el  cantón Cuenca,

provincia del Azuay (en adelante ª TDCA de Cuencaº  o ª Tribunal de instanciaº , indistintamente),

expidió sentencia el 2 de diciembre de 2013, las 14h02, dentro de la causa signada con el No. 17741-

2014-0607, promovido por Imporcomjaher Cia. Ltda, en contra de la Dirección Regional de Trabajo y

Empleo del Austro y del Procurador General del Estado, en la que se resolvió que:  ª Por lo antes

expuesto, no siendo necesaria otra consideración, en razón de las constancias procesales; por la

innegable vigencia del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, la Segunda Sala del Tribunal

Distrital  de  lo  Contencioso  Administrativo  Nro.  3,  con  Sede  en  la  ciudad  de  Cuenca,

ª ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA REPÚBLICAº , declara parcialmente con

lugar la demanda y en consecuencia la nulidad de la Resolución Administrativa No. 0009-DRTA-D-

CRL-2010, emitida el 27 de diciembre de 2010, a las 10h23, por parte de la Directora Regional del

Trabajo de Cuenca, al igual que la Resolución dictada dentro del Recurso de Reposición No. 005-

RPDRTA-2011 de fecha 11 de marzo de 2011, a las 09h30, dictada por la Directora Regional de

Trabajo  y  Empleo  del  Austro.  Sin  lugar  la  otra  pretensión,  por  no tener  sustento  y  no  haberse

probado el lucro cesante y el daño emergente. Con la aceptación de la demanda en los términos

señalados se restablece su derecho. Una vez ejecutoriada la sentencia procédase a la devolución de

la garantía bancaria vigente. Sin costas. Notifíquese.-

1.2 Con fecha lunes 23 de diciembre de 2013, la Dirección Regional de Trabajo y Empleo del Austro,

disconforme con la sentencia, presentó recurso de casación, que fue concedido por el Tribunal de

instancia, mediante auto de 24 del mismo mes y años; y, se dispuso que el expediente se eleve a la

Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia. 

1.4 Con auto de martes, 19 de enero del  2016,  las 10h20, el Conjuez Nacional,  doctor Francisco
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Iturralde Albán, admitió el recurso de casación respecto de la causal primera del artículo 3 de la Ley

de Casación. 

II

ARGUMENTOS QUE CONSIDERA LA SALA ESPECIALIZADA 

DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

2.1  La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad con el

primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del

Código Orgánico de la Función Judicial; y, artículo 1 de la Ley de Casación. 

2.2 El presente recurso de casación está orientado a decidir si la sentencia de 2 de diciembre de 2013,

las  14h02,  dictada  por  el  TDCA  de  Cuenca  ha  incurrido  en  el  yerro  acusado  por  la  entidad

casacionista.

2.3 La  Casación  es  un  recurso  extraordinario  que  tiene  como  objetivo  la  correcta  aplicación  e

interpretación  de  las  normas  de  derecho,  sean  sustanciales  o  procesales,  que  han  sido  usadas  u

omitidas en la sentencia o auto, materia del recurso, que han sido emitidas por los tribunales distritales

de  lo  contencioso  administrativo  o  contencioso  tributario,  así  como  por  las  salas  de  las  cortes

provinciales.

2.4  La doctrina es coincidente y así lo ha señalado esta Corte Nacional,  que entre los propósitos

sustanciales de la casación, se encuentra el control efectivo de la legalidad de las sentencias de única y

de última instancia,  que  provengan de  Tribunales  Distritales  y  Cortes  Provinciales,  expedidas  en

juicios de conocimiento; control que se orienta a la indispensable unificación de la jurisprudencia y,

desde luego, a la aplicación correcta del ordenamiento jurídico pertinente; es por eso que el recurso de

casación  es  restablecedor  del  imperio  de  la  norma jurídica  que  ha  sido  infringida  por  el  auto  o

sentencia reprochadas. Cumple por eso, con hacer efectivo el principio de seguridad jurídica y de

juridicidad propio del Estado constitucional de derechos y justicia (Resolución No. 171-2015 de 13 de
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mayo de 2015, Resolución No. 159-2015 de 30 de abril de 2015, Resolución No. 157-2015 de 30 de

abril de 2015, todas de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional

de Justicia).

2.5  También es importante recalcar que el  recurso de casación es un medio impugnatorio de las

sentencias o autos que, dentro de procesos de conocimiento, expiden, entre otros órganos judiciales,

los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo; desde luego que los autos se refieren a

aquellos que ponen fin a los procesos judiciales y que en la práctica tienen fuerza de sentencias; por

tanto,  no  corresponde,  al  orden  de  los  recursos  ordinarios  que  regulan  actividades  procesales  de

instancia; de ahí que la casación corresponda a la clase de recursos extraordinarios, que se orienta a

que un tribunal de casación pueda hacer el control de legalidad de la sentencia o auto al que se ataca;

es por ello que no solo la doctrina y la jurisprudencia, sino esencialmente la misma ley, establece una

serie de formalidades que deben ser cumplidas de manera estricta con la técnica jurídica que cada

causal  y  los  modos  de  infracción  que  estas  contienen  exigen;  técnica  que  tiene  ver  con  el

razonamiento lógico-jurídico que permita demostrar la existencia de los yerros que el casacionista,

aduce, vician al auto o sentencia que reprocha; el recurso de casación por su propia excepcionalidad

establece taxativamente  los  casos  y  los  yerros  que  potencialmente  pueden afectar  a  una  decisión

judicial,  sin  que,  quien  usa  el  recurso  pueda  promoverlo  por  causas  distintas  a  las  determinadas

puntualmente en el ordenamiento jurídico (Resolución No. 2020-714 de 21 de septiembre de 2020 de

la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia).

2.6  Humberto Enrique Tercero  Bello  Tabares,  en su obra ª La  Casación Civilº ,  sobre el  carácter

extraordinario del recurso de casación, señala que: ª como medio de impugnación judicial, se inscribe

en las características de los llamados recursos extraordinarios, ya que en teoría, se trata de un medio

de impugnación que se produce con menor frecuencia y con cierto grado de dificultad dentro del

marco del proceso jurisdiccional, producto de su exigencia técnica, no solo en cuanto a su ejercicio,

sino en cuanto a su admisión, limitado a causas o motivos determinados y taxativos, de manera que

además de la injusticia o defectuosidad, para el ejercicio del recurso de casación que exige un motivo

o error, donde inicialmente, solo se fiscaliza la decisión impugnada ±excepcionalmente los actos de

las  partes± y tiene limitantes  en cuanto a la  cuestión de hecho y probatoria,  de manera que el

Tribunal de Casación tiene sus poderes competencial de conocimiento limitativo a los motivos del

recurso que se hayan delatado, como es el típico caso de la casación.º  (Bello Tabares, H. E. T.

(2017). La casación civil. Tomo I. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez. Pag. 351)
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III

ANÁLISIS DE LA CAUSAL PRIMERA DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE CASACIÓN

POR FALTA DE APLICACIÓN E INDEBIDA APLICACIÓN DE NORMAS SUSTANTIVAS

3.1 Esta Sala estima importante referirse al alcance de la causal primera del artículo 3 de la  Ley de

Casación que consiste en: ª 1ra. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de

normas de derecho, incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto,

que hayan sido determinantes de su parte dispositiva.º

3.2 Santiago Andrade Ubidia, en su obra ª La Casación Civil en el Ecuadorº  nos enseña que:  ª La

causal primera del artículo 3 contiene la llamada violación directa de la ley sustantiva o de los

precedentes jurisprudenciales obligatorios en la sentencia recurrida, que haya sido determinante de

su  parte  resolutiva.º  (Andrade  Ubidia  Santiago.  La  Casación  en  el  Ecuador,  Edit.  Andrade  &

Asociados, Quito, 2005, pág. 181). El mismo maestro Andrade Ubidia señala las características de la

violación directa de la siguiente manera: ª En la causal primera, se imputa al fallo de hallarse incurso

en errores de violación directa de la norma sustantiva, porque no se han subsumido adecuadamente

los elementos fácticos que han sido probados y se hallan admitidos por las partes,  dentro de la

hipótesis  normativa  correspondiente,  sea  porque  se  ha  aplicado  una  norma  jurídica  que  no

corresponde, o porque no sé ha aplicado la que corresponde o porque, finalmente, se realiza una

errónea interpretación de la norma de derecho sustantivo.º  (Andrade Ubidia Santiago, Op. cit., pág.

182). 

3.3 La Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia, en la Resolución No.

192 de 24 marzo de 1999, juicio No. 84-98, publicada en el Registro Oficial Suplemento 211 de 14 de

junio de 1999, con respecto a esta causal, señaló lo siguiente:  ª Se trata de la llamada transgresión

directa de la norma legal en la sentencia, y en ella no cabe consideración respecto de los hechos,

pues se parte de la base que es correcta la apreciación del Tribunal ad-quem sobre el valor de los

medios de prueba incorporados al proceso, por lo que corresponde al tribunal de casación examinar,

a  base  de  los  hechos  considerados  como  ciertos  en  la  sentencia,  sobre  la  falta  de  aplicación,
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aplicación indebida o errónea interpretación de los artículos citados por el recurrente.º   

3.4  En  palabras  de  Bello  Tabares,  los  errores  in  iudicando:  ª También  denominados  errores  de

juzgamiento, de juicio o fondales, se trata de aquellos motivos o causales que permiten la demolición

del acto sentencia, cuando existen defectos o yerros en el razonamiento lógico, racional y volitivo,

que conducen a la violación o infracción de la ley, de manera directa o indirecta, de manera que se

trata de una falla en la actividad intelectual donde la voluntad concreta de la ley declarada en el acto

sentencial, no se identifica con la voluntad efectiva contenida en la ley, todo lo que conduce a una

sentencia injusta, errónea o defectuosa.º  (Bello Tabares, H. E. T. Op. cit. Pag. 177)

3.5 Del memorial de casación y del auto de admisión se desprende que la entidad casacionista alega

dos subcategorías que constan en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, que son: falta

de aplicación de los artículos 42 numeral 33 y 346 del Código de Trabajo e indebida aplicación de los

artículos 539 y 542 numeral 5 y 7 del Código de Trabajo.

3.6 Con respecto a la falta de aplicación de una norma de derecho, Luis Cueva Carrión, en su obra ª La

casación en materia civilº  señala que:  ª La falta de aplicación de la norma sustantiva tiene que ver

con la existencia de ella, es decir, con la ontología jurídica. Falta de aplicación significa: no aplicar

la ley, por ignorancia de su existencia o porque, deliberadamente, se la ignora. Es no emplearla ni

utilizarla en la solución de un caso jurídico pese a que existe y es aplicable al caso en cuestión.º

(Cueva, L. (2011). La casación en materia civil. Quito: Ediciones Cueva Carrión. Pag. 238). Por su

parte, en la sentencia de 16 de mayo de 2011 dictada por la Sala  de lo Civil, Mercantil y Familia de la

ex Corte Nacional de Justicia, se indica lo siguiente: ª El vicio de falta de aplicación se manifiesta si

el juzgador yerra ignorando en el fallo la norma sustantiva aplicable al caso controvertido y ello

influye  en la  decisión de  la  causa;  es  decir,  que,  de  haberlo hecho,  habría  determinado que  la

decisión en la sentencia sea distinta. En otros términos, la falta de aplicación de norma de derecho

tiene lugar cuando establecidos los hechos en el fallo, el tribunal de instancia no los subsume en la

norma  jurídica  pertinente;  esto  es,  en  la  norma  jurídica  que  contiene  la  hipótesis  jurídica

concordante con tales hechos. Implica error en cuanto a la existencia de la norma.º  (Sentencia de la

Sala de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia de 16 de mayo de 2011 dentro

del juicio No. 476-2010-MAS)  
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3.7 El casacionista cita los artículos infringidos y más adelante explica sus argumentos para sostener

su tesis de la siguiente manera: ª Disposiciones legales que al tomar como referencia para el cálculo

de porcentaje de inclusión laboral el número total de trabajadores, con los que cuente el empleador

público y privado, no solo proporcionan un razonamiento lógico y comprensivo, de cómo las normas

y entidades normativas del ordenamiento jurídico, han establecido a través de un método adecuado

las  condiciones  y la  práctica nacional  de una política de inclusión laboral  de las  personas con

discapacidad y el pleno ejercicio de sus derechos, sino que al determinar de modo incontrovertible en

concordancia con el Acuerdo Ministerial No. 0146, publicado en el Registro Oficial 463, del 28 de

noviembre del 2001, y, el Acuerdo Ministerial No. 00052-A MRL -2011, de fecha 04 de marzo de

2011, publicado en el Registro Oficial 416 de fecha 30 de marzo de 2011, que la Dirección Regional

de Trabajo y Servicio Público de Cuenca, es competente para imponer las multas que regulan, las

mencionadas disposiciones debían ser consideradas en la sentencia, de manera razonable respecto

del total de trabajadores de la empresa, con el propósito de evitar la creación de aparentes conflictos

de competencia suscitados entre las autoridades laborales, y la restricción de los derechos y de las

garantías constitucionales establecidas a favor de las personas con discapacidad, debiendo entender

inconstitucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menoscabe o anule

injustificadamente el ejercicio de los derechos.º   

3.8 Toda vez que bajo la causal invocada, los hechos considerados en la sentencia son ciertos y sobre

los que no cabe reparo alguno,  esta Sala Especializada revelará ciertos sucesos importantes,  tales

como:  (1)  La Directora Regional del Trabajo de Cuenca emitió la Resolución No. 0009-DRTA-D-

CFL-2010 el 27 de diciembre de 2010, las 10h23, con la que multó a Impocomjaher Cia. Ltda. con la

cantidad de 66.160 dólares de los Estados Unidos de América. El motivo de la multa fue porque la

compañía supuestamente no contaba con el personal con discapacidad en el porcentaje que determina

la ley; y, (2) Para llegar a esta conclusión, dicha autoridad consideró el número total de trabajadores a

nivel nacional de la compañía, esto es, 581 trabajadores y sobre este universo aplicó el 4% que señala

el Código de Trabajo. 

3.9. Así las cosas, la entidad casacionista señala que el Tribunal de instancia debió aplicar los artículos

42 numeral 33 y 346 del Código de Trabajo que señalan que:

Art. 42.-  Obligaciones del empleador.- Son obligaciones del empleador:
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33.  El  empleador  público  o  privado,  que  cuente  con  un  número  mínimo  de  veinticinco

trabajadores,  está  obligado  a  contratar,  al  menos,  a  una  persona  con  discapacidad,  en

labores  permanentes  que  se  consideren  apropiadas  en  relación  con  sus  conocimientos,

condición física y aptitudes individuales, observándose los principios de equidad de género y

diversidad de discapacidad, en el primer año de vigencia de esta Ley, contado desde la fecha

de su publicación en el Registro Oficial. En el segundo año, la contratación será del 1% del

total de los trabajadores, en el tercer año el 2%, en el cuarto año el 3% hasta llegar al quinto

año  en  donde  la  contratación  será  del  4%  del  total  de  los  trabajadores,  siendo  ese  el

porcentaje fijo que se aplicará en los sucesivos años.

Esta  obligación  se  hace  extensiva  a  las  empresas  legalmente  autorizadas  para  la

tercerización de servicios o intermediación laboral. 

Art. 346.- Otras modalidades de trabajo.- Otras modalidades de trabajo que se regulen por

leyes especiales quedarán sujetas a éstas preferentemente y las disposiciones generales de

este Código se aplicarán en forma supletoria en todo aquello que no se hallare en oposición

con dichas leyes especiales.

3.10  Para  resolver  esta  cuestión,  esta  Sala  Especializada  considera  importante  referirse  a  la

proposición  jurídica  completa,  puesto  que  cuando  se  interpone  un  recurso  de  este  carácter,  se

señalarán, de forma concreta y específica, aquellas disposiciones legales que han sido infringidas. En

este sentido, la falta de determinación de las normas jurídicas violadas entraña que el recurso no podrá

prosperar.         

3.11  En esta línea de pensamiento, el maestro Santiago Andrade Ubidia nos enseña que:  ª A este

respecto, debe recordarse que toda norma jurídica de derecho, estructuralmente contiene dos partes:

la primera, un supuesto de hecho, y la segunda, un efecto jurídico. La primera parte es una hipótesis,

un supuesto; la segunda es una consecuencia, un efecto; cuando en una norma de derecho no se

encuentren  estas  dos  partes,  es  porque  ella  se  halla  incompleta  y  hay  que  completarla  o

complementarla con otra norma o normas para formar la proposición jurídica completa, ª deben
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integrarse las normas de derecho complementarias para hacer la proposición de derecho completa,

es decir, para que tenga el supuesto de hecho y el efecto jurídicoº ; pues bien, cuando se casa un fallo

en el escrito de fundamentación ª hay que indicar la norma precisa e inequívoca que ha sido violada,

pero  no  solo  la  norma  sino  todas  las  normas  que  integran  la  proposición  jurídica  completa.º

(Andrade, S. (2005). La casación civil en el Ecuador. Quito: Andrade&Asociados Fondo Editorial.

Pags. 199-200). 

3.12 Por otra parte, el colombiano Humberto Murcia Ballén, en su obra ª Recurso de Casación Civilº

explica que: ª Se entiende, pues, por proposición jurídica completa, el caso en que la sentencia regula

una situación que emana de varias normas sustanciales y no de una sola, es decir que el derecho

tutelado  se  encuentre  en  la  combinación  de  diversos  preceptos,  los  cuales,  por  lo  tanto,  debe

denunciarse como transgredidos.º  (Murcia, H. (1983). Recurso de Casación Civil. Bogotá: Librería

El Foro de la Justicia. Tercer Edición. Pag. 335)  

   

3.13  En  el  contexto  de  la  proposición  jurídica  completa  y  de  las  normas  marcadas  como

infraccionadas, esta Sala Especializada observa que ambas, desde su estructura, plantean un supuesto,

esto  es  una  obligación  que  tiene  el  empleador  en  cuanto  se  refiere  a  vincular  a  personas  con

discapacidad  en  el  trabajo  bajo  los  parámetros  establecidos  en  dicha  norma.  En  tal  sentido,

correspondía  a  la  entidad  casacionista  efectuar  la  correspondiente  integración  con las  normas  de

derecho complementarias, situación que no ocurre en el caso de estudio, puesto que por el carácter

extraordinario  del  recurso  de  casación,  esta  Alta  Sede  no  está  autorizada  a  revisar  el  fallo  por

cuestiones  que  el  casacionista  no  determine,  ni  por  yerros  ni  infracciones  que  no  se  encuentren

debidamente denunciados. A la Corte no le es permisible aniquilar la sentencia de oficio cuando esta

resulte violatorio de normas sustanciales, las que, sin embargo, no han sido citadas como quebrantadas

en la sentencia. 

3.14  Si bien la recurrente cita las normas sustantivas que considera infraccionadas,  no explica de

manera clara, precisa y concordante cómo cada una ha sido violada. Se limita a señalar que el artículo

42 numeral 33 del Código de Trabajo impone una obligación al empleador que consiste en contratar

personas con discapacidad en un determinado porcentaje en función del número de trabajadores con

los que cuente el empleador, sin embargo, esta norma no determina la consecuencia jurídica en caso

de incumplimiento. A todas luces podemos observar, que el argumento esgrimido es general, abstracto
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e impreciso, situación que no puede ser corregida o subsanada por esta Sala Especializada, en virtud

del principio dispositivo y de la debida técnica jurídica.

3.15  El argumento vertido en líneas anteriores también aplica sobre el artículo 346 del Código de

Trabajo, norma de derecho que la entidad casacionista alegó como infraccionada, razón por la que el

recurso de casación no puede prosperar por el yerro alegado.

3.16 Como se mencionó en el apartado 3.5 de esta sentencia, la entidad casacionista alega indebida

aplicación de los artículos 539 y 542 numeral 5 y 7 del Código de Trabajo. 

3.17 Con respecto a la indebida aplicación de una norma, Luis Cueva Carrión, en su obra ª La casación

en materia civilº  nos enseña que: ª Aplicar indebidamente la ley significa: aplicarla en la forma que

no se debe hacerlo; aplicarla mal, hacer un mal empleo de la ley o de sus principios para cometer un

ilícito, un injusto o una falta de equidad al momento de declarar el derecho. La aplicación indebida

de la norma tiene lugar cuando se la aplica para un caso que no es el contemplado por ella o cuando

se aplica una norma que le corresponde al caso que se juzga. Aplica indebidamente la ley sustantiva

quien procede contra lo  establecido por el  derecho vigente.º  (Cueva,  L.  (2011).  La casación en

materia civil. Quito: Ediciones Cueva Carrión. Pag. 237). 

3.18 Por otra parte, en la sentencia de 16 de mayo de 2011 dictada por la Sala  de lo Civil, Mercantil y

Familia de la ex Corte Nacional de Justicia, se indica lo siguiente:  ª La aplicación indebida ocurre

cuando la norma ha sido entendida rectamente en su alcance y significado; mas se la ha utilizado

para un caso que no es el que ella contempla; es decir la aplica a un supuesto fáctico diferente del

hipotético contemplado en ella, incurriendo así en un yerro en la relación del precepto con el caso

controvertido. Parte de la idea de que la norma no es aplicable al caso es decir la norma aplicada no

es la pertinente. En otras palabras, la indebida aplicación ocurre cuando el hecho motivo de la Litis

no es acorde con la hipótesis contenida en la norma aplicada en el caso; cuando establecido los

hechos en el fallo, el tribunal de instancia los subsume en una norma jurídica que no los califica

jurídicamente o que no le corresponde acorde con los presupuestos normativos que la misma norma

establece;  es  decir,  dada  la  interpretación  lógico  jurídica  adecuado  del  precepto  jurídico,  la

aplicación  indebida  significa  presencia  de  norma inconsecuente  con  los  presupuestos  fácticos  y
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normativos establecidos en el fallo, vale decir cuando a una situación fáctica, particular y específica

determinada en la resolución judicial, se ha atribuido una situación abstracta, general o hipotética

contenida en la norma jurídica que no le corresponde, lo que a su vez genera la falta de aplicación de

aquella norma jurídica que efectivamente subsume los hechos o situaciones fácticas determinadas en

el fallo. El error no es de selección de norma. Existe aplicación indebida cuando la norma aplicada

no guarda consecuencia con los presupuestos fácticos y normativos del caso.º  (Sentencia de la Sala

de lo Civil, Mercantil y Familia de la Corte Nacional de Justicia de 16 de mayo de 2011 dentro del

juicio No. 476-2010-MAS) 

3.19  Sobre el  yerro en cuestión,  la entidad casacionista  explica  su argumentación de la  siguiente

manera: ª ¼  el Tribunal hace una indebida aplicación de las normas establecidas en los artículos 539

y 542 numeral  5,  7 del  Código de Trabajo,  al  declarar  la  nulidad de lo  actuado,  en base a un

supuesto  conflicto  de  competencias,  que  impediría  que  las  Direcciones  Regionales  del  Trabajo,

puedan vigilar en debida forma el cumplimiento del porcentaje de inclusión laboral establecido en la

ley. Por cuanto las normas mencionadas,  si  bien establecen la jurisdicción y atribuciones de las

Direcciones  Regionales  del  Trabajo,  son  reglas  de  reparto  que  debían  ser  observadas  por  el

Tribunal, no para limitar la potestad de las autoridades administrativas laborales, contemplada en el

artículo innumerado, agregado luego del artículo 346 del Código del Trabajo, -al considerar que la

Dirección Regional del Trabajo de Cuenca, cometió un error en la motivación del acto impugnado, al

imponer al empleador una sanción por el incumplimiento del porcentaje de inclusión laboral, con

fundamento en el número total de trabajadores y no lo que existían en la región-, sino para establecer

en razón de una distribución de la competencia entre los órganos del mismo tipo jerárquico o grado

con circunscripciones diferente, cual es el órgano o autoridad del trabajo de entre todo los del mismo

tipo, al que le correspondía en atención a la materia y al territorio, conocer la controversia derivada

del  incumplimiento  del  porcentaje  de  inclusión  laboral.  Para  que,  una  vez  determinada  la

competencia en atención a criterios de proximidad con los administrados y de conexión territorial

con  la  materia  que  es  objeto  del  proceso  administrativo,  la  autoridad  laboral  pueda  válida  y

legalmente, no solo realizar inspecciones para garantizar la inclusión al trabajo de las personas con

discapacidad, sino también imponer sanciones en caso de incumplimiento de las empresas públicas y

privadas, nacionales y extranjeras que se encuentren dentro de su respectiva jurisdicción, todo esto

de  conformidad  con  el  artículo  542  numeral  7,  del  Código  del  Trabajo,  que  al  referirse  a  las

atribuciones de las Direcciones Regionales del Trabajo establece su competencia para ª Imponer las

sanciones que este Código autoriceº , en concordancia con el artículo 631 ibidem, al disponer que:

ª Tienen competencia para la imposición de multas y sanciones las autoridades del trabajo, dentro de
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su  respectiva  jurisdicción  y  de  las  funciones  que  les  están  encomendadas  en  este  Código.

(Subrayado y  resaltado fuera  del  texto).  Con lo  cual,  así  concebida  la  motivación  de  los  actos

administrativos dictados por la Dirección Regional del Trabajo de Cuenca, es evidente que ellos,

fueron originados únicamente en la Ley, que al establecer que para el cálculo del porcentaje de

inclusión laboral, se tomará en cuenta el número de trabajadores del empleador, determinó también

la existencia misma de la potestad, su extensión, la competencia para actuarla, (que se refiere a un

ente y dentro de este a un órgano determinado) y por último, el fin, porque todo poder es concebido

por la ley como instrumento para la obtención de una finalidad específica, la cual en el presente caso

estaría implícita en la atribución determinada en el artículo 41, numeral 33 del Código del Trabajo.º

3.20 Por su parte, el Tribunal de instancia señala lo siguiente:  ª NOVENA- Es necesario analizar lo

manifestado por la parte accionante en cuanto a la competencia de la Directora Regional del Trabajo

y  Empleo  del  Austro,  a  lo  que  debe  entenderse  como competencia;  que  la  misma  se  encuentra

distribuida en razón de la materia, del grado, del territorio y del tiempo. Que en cuanto al territorio

puede ser nacional o local. Que preocupa el hecho de que para imponer una sanción económica la

Directora  Regional  del  Trabajo  y  Empleo  del  Austro  hubiere  considerado  el  número  total  de

trabajadores a nivel nacional de la Compañía, desconociendo su competencia en razón del territorio

y  que  se  circunscribe  única  y  exclusivamente  a  la  Región  que  le  corresponde  en  su  calidad de

Directora Regional de Trabajo y Empleo del Austro. El Art. 539 del Código del Trabajo, al referirse

a las Atribuciones de las autoridades y organismos del trabajo, en el párrafo segundo en su parte

pertinente  señala:  La  Dirección  Regional  del  Trabajo  de  Cuenca  tendrá  jurisdicción  en  las

provincias del Cañar, Azuay, Loja, Morona Santiago y Zamora Chinchipe. A su vez el Art. 542 del

mismo cuerpo legal al tratar sobre las Atribuciones de las Direcciones Regionales del Trabajo en su

numeral 5 señala: Visitar fábricas, talleres establecimientos, construcciones de locales destinados al

trabajo y a viviendas de trabajadores, siempre que lo estimaren conveniente o cuando las empresas o

trabajadores  lo  soliciten.  7.-  Imponer  las  sanciones  que  éste  Código autorice.  DÉCIMA.-  En  el

presente caso la Directora Regional del Trabajo de Cuenca emite la Resolución No. 0009-DRTA-D-

CRL-2010, en base al informe del funcionario de la Unidad de Protección Especial de Derechos; que

en su parte  pertinente  señala:  ª De  acuerdo al  número de  personas y  que  consta  en  la  planilla

consolidada del  IESS le  corresponde  tener  23  PCD a  Octubre  de  2010,  hace  referencia  a  581

trabajadores; pese a que la Gerente de la Compañía remite a la Directora Regional de Trabajo del

Austro,  la  nómina de empleados activos  de Cuenca y  La Troncal;  cuyo número total  es  de 115

personas, lo que no fue considerado por la Autoridad.º  
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3.21  Así  las  cosas,  esta  Sala  Especializada  considera  importante  referirse  a  la  competencia

administrativa. Patricio Secaira Durango, en su libro ª Curso Breve de Derecho Administrativoº  señala

que:  ª La competencia en suma, es el grado de idoneidad jurídica, de correspondencia que tiene el

servidor para conocer y decidir sobre un asunto determinado. Es el mecanismo legal por medio del

cual se distingue e individualiza a cada autoridad pública ya que a cada órgano se le distribuyen

funciones específicas.º  (Secaira, P. (2004). Curso Breve de Derecho Administrativo. Quito: Editorial

Universitaria.  Pag.  129).  Por su parte,  el  tratadista uruguayo,  Enrique Sayagues Laso,  en su obra

ª Tratado de Derecho Administrativoº  nos enseña que:  ª En derecho público la competencia puede

definirse como la aptitud de obrar de las personas públicas o de sus órganos. Ella determina, pues,

los límites dentro de los cuales han de moverse unas y otros.º  (Sayagues, E. (2002).  Tratado de

Derecho Administrativo. Montevideo: Fundación de Cultura Universitaria. Pag. 193). Por otra parte,

el español Luciano Parejo Alonso, en su libro ª Lecciones de Derecho Administrativoº  advierte que:

ª la competencia es la circunstancia o presupuesto que permite actuar válidamente a una AP o a un

órgano de ésta en un campo determinado, en una parcela de la realidad o en una tarea o cometido

administrativos.º  (Parejo,  L.  (2011).  Lecciones  de  Derecho  Administrativo.  Valencia:  Tirant  lo

Blanch. Pag. 180). En este sentido, podemos decir, que la competencia administrativa es la medida en

la que la ley habilita a un órgano de la administración pública para poder actuar y obrar de forma

legítima.

3.22 Una vez que hemos precisado el alcance de la competencia administrativa, corresponde analizar

las clases o criterios normativos de asignación de la competencia, esto es, en razón de la materia,

territorio, tiempo y grado. En función del caso en estudio, se analizará la competencia en razón de la

materia  y  del  territorio.  Secaira  Durango  señala  que:  ª En razón  del  territorio.-  Referente  a  la

circunscripción geográfica, física dentro de la cual el órgano  público puede actuar. En razón de la

materia.- Competencia que se percibe claramente por la clase de asunto, por el objeto mismo de

conocimiento y decisión administrativaº   (Secaira, P. Op. cit. Pag. 129). Por su parte, Luciano Parejo

Alonso afirma que: ª Criterio material o de asignación de competencia por razón de la materia, que

responde a la división de trabajo, la especialización de las organizaciones y los órgano.  Criterio

territorial o de asignación de competencia por razón del territorio, que permite separar la actuación

de organizaciones y órganos con idéntica competencia material.º  (Parejo, L. Op. cit. Pag. 180).     
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3.23  Ahora  que  esta  Sala  Especializada  ha  realizado un  repaso  doctrinario  sobre  la  competencia

administrativa,  es  importante  indicar  que  el  artículo  226 de  la  Constitución  de  la  República  del

Ecuador, señala que las competencias y facultades de las instituciones del Estado, sus organismos,

dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad

estatal,  nacen  de  la  Constitución  y  de  la  ley;  y,  por  tanto,  es  indispensable  que  su  proceder  se

encuentre habilitado, de manera previa, en el ordenamiento jurídico. 

3.24 En el caso in examine, esta Sala Especializada observa que el Director Regional de Trabajo de

Cuenca impone la multa a Impocomjaher Cia. Ltda por considerar que esta sociedad mercantil, en

calidad de empleadora, no ha cumplido con el número de trabajadores con discapacidad previsto en el

Código del Trabajo y sustenta su proceder en los artículos 42 numeral 33, 629 y 631 ibidem. Así las

cosas, es preciso resaltar que en materia de sanciones y multas en lo que respecta al incumplimiento

del  empleador  de  contratar  un  determinado   número  de  trabajadores  con  discapacidad,  según  el

artículo  42.33  del  Código  Laboral,  le  corresponde  al  Director  General  del  Trabajo,  órgano

administrativo distinto al Director Regional de Trabajo de Cuenca, que según el artículo 542.7 ibidem

cuenta con la atribución de imponer las sanciones que el Código del Trabajo así lo autorice. 

3.25  En el caso que nos ocupa, la Dirección Regional del Trabajo de Cuenca, que si bien es cierto

tiene jurisdicción en las provincias del Cañar, Azuay, Loja, Morona Santiago y Zamora Chinchipe,

resulta que, en razón de la materia, no está habilitada legalmente para interponer sanciones y multas

en lo que refiere al  incumplimiento de los empleadores  en caso de no contratar  el  porcentaje de

trabajadores con discapacidad previsto en el artículo 42.33 del Código de Trabajo.

3.26  Por las  consideraciones expuestas,  y en función de esta motivación,  esta  Sala Especializada

concluye que el recurso de casación presentado por la entidad pública, por este extremo, no puede

prosperar.      

IV

DECISIÓN
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Por lo expuesto, sin que sea necesario realizar otras consideraciones, esta Sala Especializada de lo

Contencioso Administrativo de la Corte Nacional, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE

DEL  PUEBLO  SOBERANO  DEL  ECUADOR,  Y  POR  AUTORIDAD  DE  LA

CONSTITUCIÓN  Y  LAS  LEYES  DE  LA  REPÚBLICA rechaza el  recurso  de  casación

interpuesto por la Dirección Regional de Trabajo y Servicio Público de Cuenca; y, en consecuencia,

no casa la sentencia dictada el 2 de diciembre de 2013, las 14h02, por el Tribunal Distrital No.3 de lo

Contencioso Administrativo con sede en el cantón Cuenca, provincia del Azuay, dentro del juicio No.

17741-2014-0607.- Sin costas ni honorarios que regular.- Notifíquese y devuélvase.-

RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

JUEZ NACIONAL (PONENTE)

MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ

JUEZ NACIONAL
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DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO

JUEZ NACIONAL
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Juicio No. 17741-2013-0158

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 10h47. VISTOS. - Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de: 

a) Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia. - 

b)  Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia,  en uso de sus  atribuciones,  resolvió estructurar las  seis Salas  Especializadas  de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño. 

c) Patricio Adolfo Secaira  Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución No. 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de  18  de  febrero  del  2021,  suscrito  por  el  doctor  Iván  Saquicela  Rodas

Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 

d) Conforme el acta de sorteo electrónico realizado con fecha 20 de abril de 2021, constante a fojas 21

del  expediente,  el  Tribunal  competente  para  conocer  y  resolver  la  presente  causa  se  encuentra

conformado por los Jueces Nacionales: Fabián Patricio Racines Garrido (Juez Ponente, en virtud de lo

establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función Judicial),Patricio Adolfo Secaira

Durango; y Milton Velásquez Díaz, así como, acorde lo dispuesto en los artículos 183 y 185 del

Código Orgánico de la  Función Judicial,  y  encontrándose el  proceso en estado de resolver,  para

175818066-DFE

RESOLUCION N° 508-2022Juicio No. 17741-2013-0158

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 10h47. VISTOS. - Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de: 

a) Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia. - 

b)  Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia,  en uso de sus  atribuciones,  resolvió estructurar las  seis Salas  Especializadas  de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño. 

c) Patricio Adolfo Secaira  Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución No. 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de  18  de  febrero  del  2021,  suscrito  por  el  doctor  Iván  Saquicela  Rodas

Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 

d) Conforme el acta de sorteo electrónico realizado con fecha 20 de abril de 2021, constante a fojas 21

del  expediente,  el  Tribunal  competente  para  conocer  y  resolver  la  presente  causa  se  encuentra

conformado por los Jueces Nacionales: Fabián Patricio Racines Garrido (Juez Ponente, en virtud de lo

establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función Judicial),Patricio Adolfo Secaira

Durango; y Milton Velásquez Díaz, así como, acorde lo dispuesto en los artículos 183 y 185 del

Código Orgánico de la  Función Judicial,  y  encontrándose el  proceso en estado de resolver,  para

175818066-DFE

RESOLUCION N° 508-2022
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hacerlo se considera:   

I. ANTECEDENTES. -

1.1. Mediante sentencia de 04 de febrero de 2013, las 09h25, el Tribunal Distrital de lo Contencioso

Administrativo No. 3 con sede en el cantón Cuenca, provincia de Azuay, en lo medular resolvió: ª (¼ )

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPUBLICAº , acepta la demanda y

dispone el pago de la indemnización que es lo que corresponde, en términos fijados en esta sentencia

y para lo cual se designará perito en un profesional de la Arquitectura para que proceda como queda

señalado. Una vez satisfecha la indemnización, el inmueble pasará a formar parte del patrimonio de

la empresa eléctrica, para lo cual se protocolizará este auto, así como el que se expida determinando

los datos relativos al antecedentes de dominio y la correspondiente linderación, a fin de que sirva de

título de dominio (¼ )º .

1.2.  La Empresa Eléctrica Regional Centro Sur C.A, interpuso recurso de casación en contra de la

sentencia dictada el 04 de febrero de 2013, las 09h25, emitida por el Tribunal de instancia. 

1.3. Mediante auto de 30 de julio de 2018, las 09h02, el Conjuez de esta Sala Especializada admitió a

trámite  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Empresa  Eléctrica  Regional  Centro  Sur  C.A,

exclusivamente por la causal primera (indebida aplicación del artículo 217 del Código Orgánico de la

Función Judicial, falta de aplicación de la Disposición Transitoria Cuarta del Código Orgánico de la

Función  Judicial  y  falta  de  aplicación  del  artículo  3  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Contencioso

Administrativa) del artículo 3 de la Ley de Casación. 

II. ARGUMENTOS QUE CONSIDERA EL TRIBUNAL DE LA SALA

ESPECIALIZADA DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

2.1.   La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad con el

primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del
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Código Orgánico de la Función Judicial; y, artículo 1 de la Codificación de la Ley de Casación. 

2.2. El presente recurso de casación está orientado a decidir si la sentencia dictada el 04 de febrero de

2013, las 09h25 por el Tribunal de instancia ha incurrido en los yerros acusados por la recurrente y

aceptado por el Conjuez de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia;

esto es, por indebida aplicación del artículo 217 del Código Orgánico de la Función Judicial, falta de

aplicación de la Disposición Transitoria Cuarta del Código Orgánico de la Función Judicial y del

artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, vicios contenidos en la causal

primera del artículo 3 de la Ley de Casación.

2.3 La  casación  es  un  recurso  extraordinario  que  tiene  como  objetivo  la  correcta  aplicación  e

interpretación  de  las  normas  de  derecho,  sean  sustanciales  o  procesales,  que  han  sido  usadas  u

omitidas en la sentencia o auto, materia del recurso, que han sido emitidas por los tribunales distritales

de  lo  contencioso  administrativo  o  contencioso  tributario,  así  como  por  las  salas  de  las  cortes

provinciales.  La  doctrina  es  coincidente  y  así  lo  ha  señalado esta  Corte  Nacional,  que  entre  los

propósitos sustanciales de la casación, se encuentra el control efectivo de la legalidad de las sentencias

de única y de última instancia, que provengan de tribunales distritales y cortes provinciales, expedidas

en juicios de conocimiento; control que se orienta a la indispensable unificación de la jurisprudencia

y, desde luego, a la aplicación correcta del ordenamiento jurídico pertinente, es por eso que el recurso

de casación es restablecedor del imperio de la norma jurídica que ha sido infringida por el auto o

sentencia reprochadas. Cumple por eso, con hacer efectivo el principio de seguridad jurídica y de

juridicidad propio del Estado constitucional de derechos y justicia [Resolución No. 171-2015 de 13 de

mayo de 2015, Resolución No. 159-2015 de 30 de abril de 2015, Resolución No. 157-2015 de 30 de

abril  de  2015,  todas  estas  de  la  Sala  de  lo  Contencioso  Administrativa  de  la  Corte  Nacional  de

Justicia].

2.4 También es importante recalcar que el  recurso de casación es un medio impugnatorio de las

sentencias o autos que, dentro de procesos de conocimiento, expiden, entre otros órganos judiciales,

los tribunales distritales de lo contencioso administrativo; desde luego que los autos se refieren a

aquellos que ponen fin a los procesos judiciales y que en la práctica tienen fuerza de sentencias; por

tanto,  no  corresponde,  al  orden  de  los  recursos  ordinarios  que  regulan  actividades  procesales  de

instancia; de ahí que la casación corresponda a la clase de recursos extraordinarios, que se orienta a

que un tribunal de casación pueda hacer el control de legalidad de la sentencia o auto al que se ataca,

es por ello que no solo la doctrina y la jurisprudencia, sino esencialmente la misma ley, establece una
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serie de formalidades que deben ser cumplidas de manera estricta con la técnica jurídica que cada

causal  y  los  modos  de  infracción  que  estas  contienen  exigen;  técnica  que  tiene  ver  con  el

razonamiento lógico-jurídico que permita demostrar la existencia de los yerros que el casacionista,

aduce, vician al auto o sentencia que reprocha; el recurso de casación por su propia excepcionalidad

establece taxativamente  los  casos  y  los  yerros  que  potencialmente  pueden afectar  a  una  decisión

judicial,  sin  que,  quien  usa  el  recurso  pueda  promoverlo  por  causas  distintas  a  las  determinadas

puntualmente en el ordenamiento jurídico. (Resolución No. 2020-714 de 21 de septiembre de 2020 de

la Sala de lo Contencioso Administrativa de la Corte Nacional de Justicia).

III. ANÁLISIS DE LA CAUSAL PRIMERA DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE CASACIÓN

POR INDEBIDA APLICACIÓN Y FALTA DE APLICACIÓN DE NORMAS SUSTANTIVAS.

3.1.  Respecto  la  causal  primera  del  artículo 3  de la  Ley de Casación,  la  casacionista  acusa  a  la

sentencia recurrida de los vicios de indebida aplicación del artículo 217 de la COFJ, y por falta de

aplicación de la Disposición Transitoria Cuarta del COFJ, y del artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción

Contencioso Administrativa. Esta Sala estima importante en primer lugar, referirse al alcance de la

causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación que consiste en: ª 1ra. Aplicación indebida, falta

de  aplicación  o  errónea  interpretación  de  normas  de  derecho,  incluyendo  los  precedentes

jurisprudenciales obligatorios,  en la sentencia o auto,  que hayan sido determinantes de su parte

dispositiva.º  

3.2. Al respecto, esta causal se refiere a una infracción sustancial del ordenamiento jurídico: el error in

iudicando in jure, cuando a causa de no haberse entendido apropiadamente el sentido jurídico del caso

sometido a decisión, se aplica a éste una norma diferente a la que debió en realidad aplicarse, ya sea

por  ª falta  de  aplicaciónº ,  es  decir,  se  deja  de  aplicar  normas  que  necesariamente  debían  ser

consideradas  para  la  decisión  o  por  ª aplicación  indebidaº  de  las  normas,  cuando  ésta  ha  sido

entendida rectamente en su alcance y significado, pero se la ha utilizado para un caso que no es el que

ella  contempla;  o  se  la  concede  a  la  norma  aplicable  un  alcance  equivocado  por  ª errónea

interpretaciónº , cuando la norma aplicada es la adecuada para el caso, y no obstante se la ha entendido

equivocadamente, dándole un alcance que no tiene. Se da pues, por parte del juzgador de instancia, un

falso juicio de derecho sobre la norma y, por tanto, la sentencia debe ser casada, porque declara una

falsa voluntad de la normativa estatal.  La falta de aplicación consiste,  por tanto,  en ª un error de

existenciaº ; la aplicación indebida entraña ª un error de selecciónº  y, la errónea interpretación equivale

a ª un error del verdadero sentido de la normaº . 
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3.3. La Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia, en la Resolución No.

192 de 24 marzo de 1999, juicio No. 84-98, publicada en el Registro Oficial Suplemento 211 de 14 de

junio de 1999, con respecto a esta causal, señaló lo siguiente:  ª Se trata de la llamada transgresión

directa de la norma legal en la sentencia, y en ella no cabe consideración respecto de los hechos,

pues se parte de la base que es correcta la apreciación del Tribunal ad-quem sobre el valor de los

medios de prueba incorporados al proceso, por lo que corresponde al tribunal de casación examinar,

a  base  de  los  hechos  considerados  como  ciertos  en  la  sentencia,  sobre  la  falta  de  aplicación,

aplicación indebida o errónea interpretación de los artículos citados por el recurrente.º   

3.4. Santiago Andrade Ubidia, en su obra ª La Casación Civil en el Ecuadorº , señala que:  ª En la

causal primera, se imputa al fallo de hallarse incurso en errores de violación directa de la norma

sustantiva, porque no se han subsumido adecuadamente los elementos fácticos que han sido probados

y se hallan admitidos por las partes, dentro de la hipótesis normativa correspondiente, sea porque no

se ha aplicado la que corresponda o porque, finalmente, se realiza una errónea interpretación de la

norma de derecho sustantivoº  (Andrade Ubidia Santiago. La Casación en el Ecuador, Edit. Andrade

& Asociados, Quito, 2005, pág. 182).

3.5. El vicio de indebida aplicación, se presenta cuando el juzgador ha aplicado la norma que no

correspondía al caso y el vicio de la falta de aplicación, se presenta cuando el juzgador no ha aplicado

la  norma que  debía,  sino  otra  en  su lugar.  En palabras  de  Santiago Andrade Ubidia  define  a  la

indebida  aplicación  como: ª Cuando  el  juzgador  deja  de  aplicar  el  caso  controvertido  normas

sustanciales que ha debido aplicar, y quede haberlo hecho, habrían determinado que la decisión en la

sentencia sea distinta a la acogida.º  (Santiago Andrade Ubidia, La Casación Civil en el Ecuador,

Editorial Andrade & Asociados, Quito Ecuador).

3.5. Es decir, este vicio no se refiere al entendimiento equívoco de una norma, sino únicamente a que

su aplicación no se subsume a los hechos, por lo que es imprescindible que quien recurre basado en

este  vicio,  mencione  además  de  la  norma  considerada  como infringida,  la  norma  que  debió  ser

aplicada correctamente en lugar de aquella. Por otro lado, se debe señalar que para la procedencia de

la causal  primera del  artículo 3 de la Ley de Casación,  la recurrente debe demostrar,  entre otros

aspectos, la trascendencia del vicio acusado: ª pues los errores sin trascendencia no son causal para

casar el fallo, sino aquellas violaciones de la ley que tengan graves repercusionesº  (Resolución No.
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89-2011 de 02 de marzo de 2001 dictada dentro del  juicio No. 168-98,  publicada en el  Registro

Oficial 323 de 10 de mayo de 2001).

3.6.   Por su parte,  la  falta  de aplicación de una norma,  Ubidia  determina:  ª Cuando el  juzgador

entiende  rectamente  la  norma,  pero  la  aplica  a  un  supuesto  factico  diferente  del  hipotético

contemplado en ella.  Incurre de esta manera en la equivocada relación de precepto con el  caso

controvertido.º  (Santiago Andrade Ubidia, La Casación Civil en el Ecuador, Editorial Andrade &

Asociados, Quito Ecuador).

3.7. Ahora bien, para fundamentar el recurso, por el vicio de indebida aplicación del artículo 217

Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial,  el  recurrente  expone:  ª El  Tribunal  Distrital  de  los

Contencioso Administrativo en la sentencia emitida, al referirse a su competencia para conocer y

resolver la presente acción, señala que para dilucidar este tema se debe ª acudir al ordenamiento

jurídicoº ,  señalado que el  Art.  217 del  Código Orgánico de la Función Judicial  establece como

atribución de la JUSTICIA (omite deliberadamente decir Tribunal) Contenciosa Administrativa, la de

©Conocer y resolver controversias que se suscitare entre la administración pública y los particulares©,

declarando su competencia y como consecuencias de aquello la validez procesal.  ©El Art.217 del

Código Orgánico de la Función Judicial, titulado ATRIBUCIONES Y DEBERES, señala de manera

expresa:  ©corresponde  a  las  juezas  y  jueces  que  integren  las  SALAS  DE  LO  CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO©,  para  luego  enumerar  las  atribuciones  de  dicho  organismo  jurisdiccional  y

señalar  en  su  numeral  1  de  la  de  ª conocer  y  resolver  controversias  que  se  suscitaren  entre  la

administración pública y los particulares. El Tribunal de lo Contencioso Administrativo (no SALA de

lo Contencioso Administrativo)  sustenta entonces  su competencia en la  facultad otorgada por el

Código Orgánico de la Función Judicial a las SALAS, es decir se arroga funciones aplicando el art.

217 del Código Orgánico de la Función Judicialº . 

3.8  Respecto al  vicio de  falta  aplicación de la  Disposición Transitoria Cuarta del  COFJ,  el

casacionista arguye: ª No se considera y por lo tanto no aplica entonces el TRIBUNAL que se arroga

competencias  de  SALA,  el  mandato constante  en  la  DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA del

Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial,  que  en  forma  expresa  señala  que   los  actuales

TRIBUNALES Distritales  de los  Contencioso  Administrativo y  Fiscal,  FUNCIONARAN CON EL

REGIMEN Y COMPTENCIAS establecidos antes de la vigencias de este Código hasta que este nuevo



Lunes 3 de agosto de 2026 Edición Jurídica Nº 121 - Registro Oficial

38 

Consejo  de  la  Judicatura  INTEGRE las  respectivas  salas  de  las  Cortes  Provinciales  (¼ )  Como

consecuencia de lo indicado, es decir que la falta de aplicación de la indicada disposición transitoria

CUARTA el TRIBUNAL (no SALA) se proclama competente arrogándose atribuciones consideradas

para otro organismo jurisdiccional llamado SALAS de lo Contencioso Administrativo y resuelve el

presente trámite.  (¼ ) Esta falta de aplicación de la DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA del

Código Orgánico de la Función Judicial  conlleva entonces que resulte procedente, a criterio del

Tribunal  sustentar  una  acción  de  este  tipo  (Contencioso  Administrativa),  ante  un  TRIBUNAL

CONTENCIOSO ADMINTRATIVO,  para que el juzgamiento de conflictos que se presenten entre

Sociedades Mercantiles y ciudadanos, sin considerar que dicha jurisdicción debe limitarse a conocer

conflictos entre la ADMINISTRACIÓN PÚBLICA y las personas naturales o jurídicas no públicasº .

3.9  En relación a la  falta de aplicación del artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso

Administrativa, la recurrente señala: ª El NO considerar el TRIBUNAL Contencioso Administrativo

el  mandato constante  en  la  DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA del  Código Orgánico  de la

Función Judicial y fundamentar su competencia en el Art.217 del mismo cuerpo legal que establece

facultades para otros organismos jurisdiccionales, lleva a su vez al TRIBUNAL a incurrir en una

falta  de  aplicación  del  mandato  del  artículo  3  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  Contenciosa

Administrativa (en el  cual  los  propios  accionantes  fundamentan su acción)  que establece que el

recurso contencioso administrativo es de dos clases: de plena jurisdicción o subjetivo y de anulación

u  objetivo.  (¼ ) En  el  indicado  orden  de  ideas  el  TRIBUNAL  DISTRITAL  de  lo  Contencioso

Administrativo,  desatiende  sus  verdaderas  competencias  conforme  la  disposición  transitoria

CUARTA, olvidando que la citada Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativo es una norma

de DERECHO PÚBLICO, que debe ser atendida taxativamente por el funcionario público, y más aún

por el administrador de la justicia, que carece de autonomía de voluntad para elegir si aplica o no,

tanto más existiendo el imperativo mandato para la aplicación (disposición transitoria cuarta).º

3.10. Bajo este contexto, la Sala estima pertinente citar las normas alegadas como infringidas, en su

orden:  

ª Art. 217.- ATRIBUCIONES Y DEBERES.- Corresponde a las juezas y jueces que integren

las salas de lo contencioso administrativo: 1. Conocer y resolver las controversias que se

suscitaren entre la administración pública y los particulares por violación de las normas

legales o de derechos individuales, ya en actos normativos inferiores a la ley, ya en actos o

hechos administrativos, siempre que tales actos o hechos no tuvieren carácter tributario;
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CUARTA.-  TRIBUNALES  DISTRITALES  DE  LO  CONTENCIOSO  ADMINISTRATIVO  Y

FISCAL.  Los  actuales  tribunales  distritales  de  lo  Contencioso  Administrativo  y  Fiscal,

funcionarán con el régimen y competencias establecidos antes de la vigencia de este Código

hasta  que  el  nuevo Consejo de la  Judicatura  integre  las  respectivas  salas  de  las  Cortes

Provinciales previo concurso público y con las condiciones de estabilidad establecidas en

este Código.

Art.  3.-  El  recurso  contencioso-administrativo  es  de  dos  clases:  de  plena  jurisdicción  o

subjetivo, y de anulación u objetivo.

El recurso de plena jurisdicción o subjetivo ampara un derecho subjetivo del  recurrente,

presuntamente  negado,  desconocido  o  no  reconocido  total  o  parcialmente  por  el  acto

administrativo de que se trata.

El recurso de anulación, objetivo o por exceso de poder, tutela el cumplimiento de la norma

jurídica objetiva,  de carácter administrativo,  y puede proponerse por quien tenga interés

directo para deducir la acción, solicitando al Tribunal la nulidad del acto impugnado por

adolecer de un vicio legal.º

3.11  En este orden de cosas,  la recurrente alega la aplicación indebida y falta de aplicación de las

normas  previstas  en  el  Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial  y  la  Ley  de  la  Jurisdicción

Contencioso Administrativa, que regulan la competencia y el tipo de recursos en materia contencioso-

administrativa, por medio de la violación directa de la Ley o vicio in iudicando.

3.12 Así las cosas, esta Sala considera importante diferenciar las normas sustanciales (sustantivas), de

las normas procesales (instrumentales o adjetivas) dentro del proceso judicial. Al respecto, el profesor

José Ovalle Favela, sobre las normas sustanciales señala: ª El ordenamiento jurídico contiene, por un

lado, normas que establecen derechos y obligaciones, facultades y deberes para las personas, y que

prevén,  normalmente,  las  sanciones  que  deben  aplicarse  a  aquellas  cuando  incurran  en

incumplimiento. Al conjunto de estas normas jurídicas se le suele denominar derecho sustantivo o

material.º . (José  Ovalle  Favela,  Teoría  General  del  Proceso,  séptima  edición,  México:  Oxford

University Press México, 2016, página 35).  
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3.13  En  igual  sentido,  el  mismo  autor  respecto  de  las  normas  procesales,  expresa: ª ¼  el

ordenamiento jurídico también contiene normas de derecho instrumental, formal o adjetivo, que son

aquellas que prescriben las condiciones y los procedimientos para la creación y aplicación de las

primeras, así como la integración y competencia de los órganos del Estado que deben intervenir en

tales procedimientos.º  (José Ovalle Favela, op. cit., pág. 36)

3.14 Dicho lo anterior, se puede concluir que las normas denunciadas contienen regulaciones por un

lado, sobre la competencia de los Tribunales Distritales de lo Contencioso Administrativo, y por otro,

el tipo de recurso que se puede decir en la jurisdicción contencioso administrativo (recuso subjetivo u

objetivo), disposiciones de carácter estrictamente adjetivas o instrumentales. 

3.15 En este punto es necesario recordar que la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación

que sirve de fundamento para este recurso, se refiere de manera exclusiva a la violación de normas

sustantivas, esto es, aquellas que crean derechos o modifican situaciones jurídicas; más sin embargo,

en la fundamentación del este recurso por la causal primera, la compañía recurrente asevera que se han

infringido normas de carácter estrictamente procesal (adjetiva), lo que resulta improcedente.  

3.16 Sobre este particular, Santiago Andrade Ubidia ha señalado lo siguiente: ª Quizá con demasiada

frecuencia,  los  recurrentes  señalan  supuestas  violaciones  pero  no  las  encuadran  en  la  causal

correspondiente sino en otra. En este caso, al ser el recurso de casación de derecho estricto y en

virtud del principio dispositivo, el tribunal no puede corregir el error de derecho, que constituye el

fundamento de la acción de casación, sino que debe rechazarlo por indebida fundamentación. Así se

ha resueltoº  (Santiago Andrade Ubidia, op. Cit., pág. 282). 

En virtud del principio dispositivo que rige este tipo de recursos extraordinarios, y al ser el mismo

formal y estricto, esta Sala Especializada está imposibilitada de corregir el error detectado al momento

de formular el recurso, sino que debe rechazarlo por este extremo, por indebidamente fundamentado.

DECISIÓN
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En  razón  de  todo  lo  indicado  y  sin  que  sean  necesarias  más  consideraciones,  este  Tribunal  de

Casación  ADMINISTRANDO  JUSTICIA,  EN  NOMBRE  DEL  PUEBLO  SOBERANO  DEL

ECUADOR,  Y  POR  AUTORIDAD  DE  LA  CONSTITUCIÓN  Y  LAS  LEYES  DE  LA

REPÚBLICA, rechaza el recurso de casación interpuesto por la Empresa Eléctrica Regional Centro

Sur. C.A., y, en consecuencia, NO CASA la sentencia dictada el 04 de febrero de 2013, las 09h25, el

Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo No. 3 con sede en el cantón Cuenca, provincia de

Azuay y, dentro del juicio No. 01801-2011-0413 (número de instancia).- Sin costas ni honorarios que

regular.- Notifíquese y devuélvase.-

RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

JUEZ NACIONAL (PONENTE)

DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO

JUEZ NACIONAL



Lunes 3 de agosto de 2026 Edición Jurídica Nº 121 - Registro Oficial

42 

MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ

JUEZ NACIONAL
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Juicio No. 17741-2014-0777

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 12h32. VISTOS.- Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de: 

a) Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia.- 

b)  Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia,  en uso de sus  atribuciones,  resolvió estructurar las  seis Salas  Especializadas  de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño. 

c) Patricio Adolfo Secaira  Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de  18  de  febrero  del  2021,  suscrito  por  el  doctor  Iván  Saquicela  Rodas

Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 

d) Iván Rodrigo Larco Ortuño, fue designado como Conjuez Nacional por el Consejo de la Judicatura

el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución 187-2019 de 15 de noviembre de

2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio No. 115-P-

CNJ-2021, de 18 de febrero del 2021, suscrito por el doctor Iván Saquicela Rodas Presidente de la

Corte Nacional de Justicia.

175840736-DFE

RESOLUCION N° 510-2022
Juicio No. 17741-2014-0777

JUEZ PONENTE:  RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO, JUEZ NACIONAL 

(PONENTE)

AUTOR/A: RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  Quito, lunes 9 de mayo del

2022, las 12h32. VISTOS.- Avocamos conocimiento de la presente causa en virtud de: 

a) Mediante Resolución No. 008-2021, de 28 de enero de 2021, publicada en el Tercer Suplemento

del Registro Oficial No. 381, de 29 de enero de 2021, el Pleno del Consejo de la Judicatura resolvió

designar a nueve jueces para la Corte Nacional de Justicia.- 

b)  Mediante Resolución No. 02-2021, de 05 de febrero de 2021, el Pleno de la Corte Nacional de

Justicia,  en uso de sus  atribuciones,  resolvió estructurar las  seis Salas  Especializadas  de la Corte

Nacional de Justicia, quedando conformada la Sala de lo Contencioso Administrativo por los jueces:

Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio Racines Garrido, Patricio Adolfo Secaira Durango e

Iván Rodrigo Larco Ortuño. 

c) Patricio Adolfo Secaira  Durango,  fue designado como Conjuez Nacional  por el  Consejo de la

Judicatura el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución 187-2019 de 15 de

noviembre de 2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio

No.  113-P-CNJ-2021,  de  18  de  febrero  del  2021,  suscrito  por  el  doctor  Iván  Saquicela  Rodas

Presidente de la Corte Nacional de Justicia. 

d) Iván Rodrigo Larco Ortuño, fue designado como Conjuez Nacional por el Consejo de la Judicatura

el 15 de marzo de 2018; ratificado por el artículo 2 de la Resolución 187-2019 de 15 de noviembre de

2019; y posteriormente fue designado como Juez Nacional encargado mediante Oficio No. 115-P-

CNJ-2021, de 18 de febrero del 2021, suscrito por el doctor Iván Saquicela Rodas Presidente de la

Corte Nacional de Justicia.

175840736-DFE

RESOLUCION N° 510-2022
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e) Conforme el acta de sorteo electrónico realizado con fecha 15 de marzo de 2021, constante a fojas

10 del expediente,  el  Tribunal competente para conocer y resolver la presente causa se encuentra

conformado por los Jueces Nacionales: Fabián Patricio Racines Garrido (Juez Ponente, en virtud de lo

establecido en  el  artículo 141 del  Código Orgánico de  la  Función  Judicial),  Iván  Rodrigo Larco

Ortuño, y  Patricio Secaira Durango, así como, acorde lo dispuesto en los artículos 183 y 185 del

Código Orgánico de la  Función Judicial,  y  encontrándose el  proceso en estado de resolver,  para

hacerlo se considera:    

ANTECEDENTES.-

1.1. Mediante sentencia de 14 de octubre de 2014, las 13h59, el Tribunal Distrital de lo Contencioso

Administrativo No. 4 con sede en el cantón Portoviejo, provincia de Manabí, en lo medular resolvió:

ª (¼ ) Con tales antecedentes,  sin que sea necesario mayor análisis,  en base a lo expuesto en el

considerando octavo, guiados por las reglas de la sana crítica, el Tribunal Distrital Contencioso

Administrativo No. 4, acogiendo la excepción de caducidad de la acción, presentada por el Ministerio

de  Salud,  Ministerio  de  Finanzas  y  la  Procuraduría  General  del  Estado,  "ADMINISTRANDO

JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA

CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA", declara sin lugar la demanda propuesta por

los doctores PABLO FEDERICO AVEIGA URETA Y JAVIER ERNESTO VERA RODRIGUEZ, en

contra del Ministerio de Salud Pública y Ministerio de Finanzas, por improcedente.- Sin costas que

regular. (¼ )º . 

1.2. El accionante Pablo Federico Aveiga Ureta, en su calidad de procurador común, interpuso recurso

de casación en contra de la sentencia dictada el 14 de octubre de 2014, las 13h59, emitida por  el

Tribunal de instancia.   

1.3. Mediante auto de 10 de diciembre de 2015, las 10h16, la Conjueza de esta Sala Especializada

admitió a trámite el recurso de casación interpuesto por el procurador común Pablo Federico Aveiga

Ureta, por la causal primera (falta de aplicación de precedentes jurisprudenciales) del artículo 3 de la

Ley de Casación. 
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ARGUMENTOS QUE CONSIDERA EL TRIBUNAL DE LA SALA ESPECIALIZADA DE LA

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA

2.1.   La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad con el

primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del

Código Orgánico de la Función Judicial; y, artículo 1 de la Codificación de la Ley de Casación. 

2.2. El presente recurso de casación está orientado a decidir si la sentencia dictada 14 de octubre de

2014, las 13h59 por el Tribunal de instancia ha incurrido en el yerro acusado por la recurrente y

aceptados por  la Conjuez de la  Sala  de lo  Contencioso Administrativo de la Corte Nacional  de

Justicia; esto es, el vicio contenido en la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación.

2.3 La  casación  es  un  recurso  extraordinario  que  tiene  como  objetivo  la  correcta  aplicación  e

interpretación  de  las  normas  de  derecho,  sean  sustanciales  o  procesales,  que  han  sido  usadas  u

omitidas en la sentencia o auto, materia del recurso, que han sido emitidas por los tribunales distritales

de  lo  contencioso  administrativo  o  contencioso  tributario,  así  como  por  las  salas  de  las  cortes

provinciales.  La  doctrina  es  coincidente  y  así  lo  ha  señalado esta  Corte  Nacional,  que  entre  los

propósitos sustanciales de la casación, se encuentra el control efectivo de la legalidad de las sentencias

de única y de última instancia, que provengan de tribunales distritales y cortes provinciales, expedidas

en juicios de conocimiento; control que se orienta a la indispensable unificación de la jurisprudencia

y, desde luego, a la aplicación correcta del ordenamiento jurídico pertinente, es por eso que el recurso

de casación es restablecedor del imperio de la norma jurídica que ha sido infringida por el auto o

sentencia reprochadas. Cumple por eso, con hacer efectivo el principio de seguridad jurídica y de

juridicidad propio del Estado constitucional de derechos y justicia. [Resolución No. 171-2015 de 13

de mayo de 2015, Resolución No. 159-2015 de 30 de abril de 2015, Resolución No. 157-2015 de 30

de abril de 2015, todas estas de la Sala de lo Contencioso Administrativa de la Corte Nacional de

Justicia].

2.4 También es importante recalcar que el  recurso de casación es un medio impugnatorio de las

sentencias o autos que, dentro de procesos de conocimiento, expiden, entre otros órganos judiciales,

los tribunales distritales de lo contencioso administrativo; desde luego que los autos se refieren a
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aquellos que ponen fin a los procesos judiciales y que en la práctica tienen fuerza de sentencias; por

tanto,  no  corresponde,  al  orden  de  los  recursos  ordinarios  que  regulan  actividades  procesales  de

instancia; de ahí que la casación corresponda a la clase de recursos extraordinarios, que se orienta a

que un tribunal de casación pueda hacer el control de legalidad de la sentencia o auto al que se ataca,

es por ello que no solo la doctrina y la jurisprudencia, sino esencialmente la misma ley, establece una

serie de formalidades que deben ser cumplidas de manera estricta con la técnica jurídica que cada

causal  y  los  modos  de  infracción  que  estas  contienen  exigen;  técnica  que  tiene  ver  con  el

razonamiento lógico-jurídico que permita demostrar la existencia de los yerros que el casacionista,

aduce, vician al auto o sentencia que reprocha; el recurso de casación por su propia excepcionalidad

establece taxativamente  los  casos  y  los  yerros  que  potencialmente  pueden afectar  a  una  decisión

judicial,  sin  que,  quien  usa  el  recurso  pueda  promoverlo  por  causas  distintas  a  las  determinadas

puntualmente en el ordenamiento jurídico. [Resolución No. 2020-714 de 21 de septiembre de 2020 de

la Sala de lo Contencioso Administrativa de la Corte Nacional de Justicia].

III. CAUSAL PRIMERA DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE CASACIÓN POR FALTA DE

APLICACIÓN DE PRECEDENTES JURISPRUDENCIALES.

3.1. Esta Sala estima importante en primer lugar, referirse al alcance de la causal primera del artículo

3 de la Ley de Casación que consiste en:  ª 1ra. Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea

interpretación de normas de derecho, incluyendo los precedentes jurisprudenciales obligatorios, en la

sentencia o auto, que hayan sido determinantes de su parte dispositiva.º  

3.2. Al respecto, esta causal se refiere a una infracción sustancial del ordenamiento jurídico: el error in

iudicando in jure, cuando a causa de no haberse entendido apropiadamente el sentido jurídico del caso

sometido a decisión, se aplica a éste una norma diferente a la que debió en realidad aplicarse, ya sea

por  ª falta  de  aplicaciónº ,  es  decir,  se  deja  de  aplicar  normas  que  necesariamente  debían  ser

consideradas  para  la  decisión  o  por  ª aplicación  indebidaº  de  las  normas,  cuando  ésta  ha  sido

entendida rectamente en su alcance y significado, pero se la ha utilizado para un caso que no es el que

ella  contempla;  o  se  la  concede  a  la  norma  aplicable  un  alcance  equivocado  por  ª errónea

interpretaciónº , cuando la norma aplicada es la adecuada para el caso, y no obstante se la ha entendido

equivocadamente, dándole un alcance que no tiene. Se da pues, por parte del juzgador de instancia, un

falso juicio de derecho sobre la norma y, por tanto, la sentencia debe ser casada, porque declara una

falsa voluntad de la normativa estatal.  La falta de aplicación consiste,  por tanto,  en ª un error de

existenciaº ; la aplicación indebida entraña ª un error de selecciónº  y, la errónea interpretación equivale
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a ª un error del verdadero sentido de la normaº . 

3.3. La Primera Sala de lo Civil y Mercantil de la ex Corte Suprema de Justicia, en la Resolución No.

192 de 24 marzo de 1999, juicio No. 84-98, publicada en el Registro Oficial Suplemento 211 de 14 de

junio de 1999, con respecto a esta causal, señaló lo siguiente:  ª Se trata de la llamada transgresión

directa de la norma legal en la sentencia, y en ella no cabe consideración respecto de los hechos,

pues se parte de la base que es correcta la apreciación del Tribunal ad-quem sobre el valor de los

medios de prueba incorporados al proceso, por lo que corresponde al tribunal de casación examinar,

a  base  de  los  hechos  considerados  como  ciertos  en  la  sentencia,  sobre  la  falta  de  aplicación,

aplicación indebida o errónea interpretación de los artículos citados por el recurrente.º   

3.4. Santiago Andrade Ubidia, en su obra ª La Casación Civil en el Ecuadorº , señala que:  ª En la

causal primera, se imputa al fallo de hallarse incurso en errores de violación directa de la norma

sustantiva, porque no se han subsumido adecuadamente los elementos fácticos que han sido probados

y se hallan admitidos por las partes, dentro de la hipótesis normativa correspondiente, sea porque no

se ha aplicado la que corresponda o porque, finalmente, se realiza una errónea interpretación de la

norma de derecho sustantivoº  (Andrade Ubidia Santiago. La Casación en el Ecuador, Edit. Andrade

& Asociados, Quito, 2005, pág. 182).

3.5. Sobre el vicio de falta aplicación, el profesor Murcia Bailén enseña que: ª en no pocos casos la

inaplicación de una norma viene hermanada con la aplicación indebida de otra y otras; en ellos es

preciso, para que quede suficientemente integrada la indispensable proposición jurídica, acusar al

fallo, en el mismo cargo, por falta de aplicación de normas no aplicadas de las que hicieron actuar a

cambio de las primerasº .  (Humberto Murcia  Bailén,  Recurso de casación civil  Editorial  Gustavo

Ibáñez, 2005, pág. 331)

3.6.  En suma,  la  falta  de  aplicación  se  produce  cuando el  juzgador  omite  aplicar  la  disposición

sustantiva llamada a dar solución al problema jurídico que parte de los elementos fácticos que han

sido probados y admitidos por las partes en el proceso, es decir, no se hace uso de la norma pertinente

al caso, lo que va hermanado por la circunstancia de que el juzgador utiliza indebidamente, en lugar

de la pertinente, otra que no corresponde, que es impertinente al caso, dando como resultado una

decisión  distinta  a  aquella  que  una  subsunción  adecuada  habría  determinado.  Por  otro  lado,  es

menester recalcar que esta causal, contiene el vicio de violación directa de norma jurídica sustantiva
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que es un vicio que se produce cuando los hechos o precedentes fácticos que conforman la verdad

material del juicio no están en discusión alguna ya que han sido aceptados por las partes;  no obstante,

el otro componente de la subsunción, esto es, la premisa menor tiene vicios, como en el caso de

estudio es la indebida aplicación de la norma o precedentes jurisprudenciales a esos hechos.  

3.7. Sobre este vicio, la casacionista en lo medular manifiesta: ª ¼  el Tribunal a quo determino que

efectivamente la falta de pago a los accionantes constituye un hecho administrativo y no un acto

administrativo, por lo que el plazo para impugnar es de cinco años y no el término de 90 días como

erróneamente  lo  ha  sostenido  el  Tribunal  Distrital  Contencioso  Administrativo  de  Manabí  y

Esmeraldas caso específicamente, fallo que se contrapone con la sentencia dictada dentro de este

proceso, y que precisamente es la que recurrimos en el presente recurso de casación. Al tratarse la

pretensión  en  ambos  de  identidad  de  objeto  y  de  demandados.º ;  luego  de  ello  concluye:  ª ¼

considerando que existen fallos jurisprudenciales en los cuales se ha reconocido este mismo derecho

a otros compañeros médicos y que nos encontramos reclamando en el presente proceso, lo que se

hace aplicable para casos futuros que sean análogos o iguales en cuanto a hechos y derechos, y en

nuestro casos los fallos citados no fueron considerados para que fueran aplicados en identidad de

casos.  Ustedes  podrán leer  la  sentencia  recurrida  y  en  ella  se  puede  observar  que  el  Tribunal

Contencioso  Administrativo  de  Manabí  no  razonó,  no  motivó  ni  argumentó  debidamente  para

explicar  por  qué  razón  se  separa  o  porqué  razón  se  rechazan  los  precedentes  obligatorios  y

vinculantes  que  fueron  adjuntados  durante  la  tramitación  del  juicio,  es  decir,  se  encuentran

agregados a los autos.º

 

3.8. En  esta  línea,  el  recurrente  en su  escrito  casacional,  únicamente   ha  denunciado la  falta  de

aplicación  de  los  precedentes  jurisprudenciales.,  en  su  orden:  i) Fallo  Jurisprudencial:  Sala

Especializada  de  lo  Contencioso  Administrativo  de  la  Ex  Corte  Suprema  de  Justicia,  Juicio

Contencioso Administrativo:  Caso Nro.  103-2006-NG,  actor  Julio  Pico Mantilla  vs  Ministerio  de

Salud  Pública  y  Ministerio  de  Finanzas.  ii) Fallo  Jurisprudencial:  Sala  Especializada  de  lo

Contencioso Administrativa de la Ex Corte Suprema de Justicia, Juicio Contencioso Administrativo:

Caso Nro. 23-2005, actora Brugnny Monserrate Moreira Alvarado vs Ministerio de Salud Pública y

Ministerio  de  Finanzas.  iii)  Fallo  Jurisprudencial:  Sala  Especializada  de  lo  Contencioso

Administrativo de la Ex Corte Suprema de Justicia, Juicio Contencioso Administrativo: Caso Nro. 24-

2005, actor Renner Farfán Intriago procurador común vs Ministerio de Salud Pública y Ministerio de

Finanzas.  iv)  Fallo  Jurisprudencial  de  la  Corte  Nacional  de  Justicia,  Sala  Especializada  de  lo

Contencioso Administrativo, sentencia 25 de julio de 2014, las 16h43, proceso No. 515-2010-FM,
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actor Luis Walter  Ramírez Hinojosa vs Ministerio de Salud Pública y Ministerio de Finanzas.  v)

Precedente Constitucional: Corte Constitucional, Acción Extraordinaria de Protección: Caso Nro. 032-

10-SEP-CC; Sentencia Nro. 032-10-SEP-CC 15 de julio de 2010, actor: Ministerio de Finanzas vs

Jueces de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Ex Corte Suprema de Justicia por sentencia

dictada el 18 de septiembre de 2008 dentro del Juicio Nro. 103-2006-NG. 

3.9 Ahora bien, esta Sala estima importante establecer que la Constitución de la República en sus

artículos  184  y  185,  instituyó  como  regla  para  la  creación  de  los  precedentes  jurisprudenciales

obligatorios, que:

ª Artículo  184.- Serán  funciones  de  la  Corte  Nacional  de  Justicia,  además  de  las

determinadas  en  la  ley,  las  siguientes:  (¼ )  2.  Desarrollar  el  sistema  de  precedentes

jurisprudenciales fundamentado en los fallos de triple reiteración.  (¼ )

Artículo 185.- Las sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de

Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto, obligarán a

remitir el fallo al pleno de la Corte a fin de que ésta delibere y decida en el plazo de hasta

sesenta días sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se pronuncia, o sí ratifica el criterio,

esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria (¼ )º

3.10. Por  su  parte,  el  artículo  182  del  Código  Orgánico  de  la  Función  Judicial,  dispone:  ª Las

sentencias emitidas por las salas especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren por tres

ocasiones la misma opinión sobre un mismo punto de derecho, obligarán a remitir los fallos al Pleno

de la Corte a fin de que éste delibere y decida en el plazo de sesenta días sobre su conformidad. Si en

dicho  plazo  no  se  pronuncia,  o  si  ratifica  el  criterio,  esta  opinión  constituirá  jurisprudencia

obligatoria. La resolución mediante la cual se declare la existencia de un precedente jurisprudencial

contendrá únicamente el punto de derecho respecto del cual se ha producido la triple reiteración, el

señalamiento de la fecha de los fallos y los datos de identificación del proceso; se publicará en el

Registro Oficial a fin de que tenga efecto generalmente obligatorio (¼ )º

3.11.  En este sentido,  el  sistema de precedentes jurisprudenciales al  haber cambiado conforme la
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normativa expuesta ut supra, solo pueden ser considerados como precedentes los que cumplen con los

requisitos establecidos en la ley y la Constitución, esto es, que el máximo órgano jurisdiccional haya

fallado sobre un mismo punto de derecho, y sobre este se haya elevado una resolución suscrita por el

Pleno de la Corte Nacional de Justicia. Al momento de interponer la demanda, el compareciente tenía

conocimiento que la creación jurisprudencial había cambiado, puesto que a la época ya se encontraba

vigente la Constitución de la República del Ecuador y el Código Orgánico de la Función Judicial, por

lo que contaba con un ordenamiento jurídico previsible, claro, determinado, estable y coherente, lo

que le permitía saber cuáles eran las normas que iban a ser aplicadas. 

3.12. Sobre este aspecto, la Corte Constitucional ha señalado que: ª ¼  En el caso de los precedentes

horizontales de la Corte Nacional, su carácter hetero-vinculante depende de que se satisfagan las

condiciones  establecidas  en  el  artículo  185  de  la  Constitución  y  las  disposiciones  legales

relacionadas; en caso contrario, se aplica lo mismo que para los precedentes de los tribunales de las

salas de las cortes provinciales (¼ ) Lo mismo ocurre  con el precedente vertical cuando este no es

vinculante,  es  decir,  cuando no  existe  una norma jurídica  que  le  atribuya esta  calidad.º  (Corte

Constitucional del Ecuador, sentencia No. 1035-12-EP/20 del 22 de enero de 2020). 

En  consecuencia,  se  observa  que  los  supuestos  precedentes  jurisprudenciales  denunciados  por  el

recurrente carecen de vinculatoriedad, al no cumplir con los requisitos constitucionales y legales antes

citados, motivo por el cual se rechaza el recurso por este extremo. 

DECISIÓN

En  razón  de  todo  lo  indicado  y  sin  que  sean  necesarias  más  consideraciones,  este  Tribunal  de

Casación  ADMINISTRANDO  JUSTICIA,  EN  NOMBRE  DEL  PUEBLO  SOBERANO  DEL

ECUADOR,  Y  POR  AUTORIDAD  DE  LA  CONSTITUCIÓN  Y  LAS  LEYES  DE  LA

REPÚBLICA, rechaza el recurso de casación interpuesto por el Pablo Federico Aveiga Ureta, en su

calidad de procurador común; y, en consecuencia, NO CASA la sentencia dictada el 14 de octubre de

2014, las 13h59, por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo No. 4 con sede en el

cantón  Portoviejo,  provincia  de  Manabí,  dentro  del  juicio  No.  13801-2009-0195  (número  de

instancia).- Sin costas, ni honorarios.- Notifíquese, devuélvase y publíquese.-  
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RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO

JUEZ NACIONAL (PONENTE)

DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO

JUEZ NACIONAL

DR. IVAN RODRIGO LARCO ORTUÑO

JUEZ NACIONAL
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Juicio No. 17741-2016-0580

JUEZ PONENTE:  DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO, JUEZ NACIONAL (PONENTE)

AUTOR/A: DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO

CORTE  NACIONAL  DE  JUSTICIA.  -  SALA  ESPECIALIZADA  DE  LO  CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 12 de mayo del 2022, las

16h54.  VISTOS: 1.-  AVOCO: Conocemos  la  presente  causa  en  virtud de que:  a)  El Dr.  Patricio Secaira

Durango ha sido designado Conjuez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, por el Consejo de la Judicatura

mediante Resolución No. 37-2018 de 15 de marzo de 2018, y ratificado por el artículo 2 de la Resolución No.

187-2019 de 15 de noviembre de 2019; y, por oficio No. 113-P-CNJ-2021 de 18 de febrero de 2021, suscrito por

el Dr. Iván Saquicela Rodas Presidente de la Corte Nacional de Justicia, por el cual se le llama a integrar la Sala

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia en calidad de Juez Nacional,

quien actúa como Juez ponente en virtud de lo establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función

Judicial. b) El Dr. Milton Velásquez Díaz ha sido designado Juez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, por

el Consejo de la Judicatura,  mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021  c)  Fabián Racines

Garrido ha sido designado Juez Nacional de la Corte Nacional de Justicia,  por el  Consejo de la Judicatura,

mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021. d) Mediante el sorteo pertinente, el presente juicio,

signado con  el  No. 17741-2016-0580,  correspondió  su conocimiento  a esta  Sala  Especializada;  jueces  que

avocamos conocimiento de la presente causa que se encuentra en estado de dictar sentencia, para lo cual se

considera: 

2.- ANTECEDENTES: 

2.1.- Mediante auto expedido el 30 de marzo del 2016, 16h05, por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso

Administrativo con sede en Guayaquil, dentro de la causa signada con el No. 09801-2013-0225-7, promovida

por  la  compañía  minera  BIRA  BIENES  RAICES  S.A.,  en  contra  del  MINISTERIO  DE  RECURSOS

NATURALES NO RENOVABLES y  de  la  PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO,  en  la  cual  se

resolvió declarar el abandono de la causa. 

2.2.- RECURSO: La compañía minera BIRA BIENES RAICES S.A., parte actora del juicio de instancia, ha

interpuesto recurso de casación en contra del auto ya identificado, fundando el mismo en la causal primera del

artículo 3 de la Ley de Casación.  

2.3.- ADMISIÓN: La Conjueza Nacional de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de

Justicia, mediante auto de 12 de octubre de 2020, 11h44, admitió el recurso de casación interpuesto, por la

causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, por falta de aplicación del artículo 38 de la Ley de la

Jurisdicción  Contencioso  Administrativa;  y,  errónea  aplicación  de  los  artículos  245,  246  y  5  del  Código

Orgánico General de Procesos. 

3.- COMPETENCIA: La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad

con el primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del Código

Orgánico de la Función Judicial; y, el artículo 1 de la Ley de Casación.
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JUEZ PONENTE:  DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO, JUEZ NACIONAL (PONENTE)
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187-2019 de 15 de noviembre de 2019; y, por oficio No. 113-P-CNJ-2021 de 18 de febrero de 2021, suscrito por

el Dr. Iván Saquicela Rodas Presidente de la Corte Nacional de Justicia, por el cual se le llama a integrar la Sala

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia en calidad de Juez Nacional,

quien actúa como Juez ponente en virtud de lo establecido en el artículo 141 del Código Orgánico de la Función

Judicial. b) El Dr. Milton Velásquez Díaz ha sido designado Juez Nacional de la Corte Nacional de Justicia, por

el Consejo de la Judicatura,  mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021  c)  Fabián Racines

Garrido ha sido designado Juez Nacional de la Corte Nacional de Justicia,  por el  Consejo de la Judicatura,

mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021. d) Mediante el sorteo pertinente, el presente juicio,

signado con  el  No. 17741-2016-0580,  correspondió  su conocimiento  a esta  Sala  Especializada;  jueces  que

avocamos conocimiento de la presente causa que se encuentra en estado de dictar sentencia, para lo cual se

considera: 

2.- ANTECEDENTES: 

2.1.- Mediante auto expedido el 30 de marzo del 2016, 16h05, por el Tribunal Distrital No. 2 de lo Contencioso

Administrativo con sede en Guayaquil, dentro de la causa signada con el No. 09801-2013-0225-7, promovida

por  la  compañía  minera  BIRA  BIENES  RAICES  S.A.,  en  contra  del  MINISTERIO  DE  RECURSOS

NATURALES NO RENOVABLES y  de  la  PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO,  en  la  cual  se

resolvió declarar el abandono de la causa. 

2.2.- RECURSO: La compañía minera BIRA BIENES RAICES S.A., parte actora del juicio de instancia, ha

interpuesto recurso de casación en contra del auto ya identificado, fundando el mismo en la causal primera del

artículo 3 de la Ley de Casación.  

2.3.- ADMISIÓN: La Conjueza Nacional de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de

Justicia, mediante auto de 12 de octubre de 2020, 11h44, admitió el recurso de casación interpuesto, por la

causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, por falta de aplicación del artículo 38 de la Ley de la

Jurisdicción  Contencioso  Administrativa;  y,  errónea  aplicación  de  los  artículos  245,  246  y  5  del  Código

Orgánico General de Procesos. 

3.- COMPETENCIA: La Sala es competente para conocer y resolver el recurso interpuesto, de conformidad

con el primer numeral del artículo 184 de la Constitución de la República; numeral 1 del artículo 185 del Código

Orgánico de la Función Judicial; y, el artículo 1 de la Ley de Casación.
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4.- VALIDEZ PROCESAL: En la tramitación del recurso de casación se han observado las formalidades y

solemnidades que le son inherentes, consecuentemente, se declara la validez procesal. 

5.- ALCANCE DEL RECURSO DE CASACIÓN: La casación es un recurso extraordinario que tiene como

objetivo la correcta aplicación e interpretación de las normas de derecho, sean sustanciales o procesales, que han

sido usadas u omitidas en la sentencia o auto, materia del recurso, emitidas por los tribunales distritales de lo

contencioso administrativo o contencioso tributario, así como por las salas de las cortes provinciales. La doctrina

es coincidente y así lo ha señalado esta Corte Nacional, que entre los propósitos sustanciales de la casación, se

encuentra el control efectivo de la legalidad de las sentencias de única y de última instancia, que provengan de

tribunales distritales y cortes provinciales,  expedidas en juicios de conocimiento; control que se orienta a la

indispensable unificación de la jurisprudencia y, desde luego, a la aplicación correcta del ordenamiento jurídico

pertinente; es por eso que el recurso de casación es restablecedor del imperio de la norma jurídica que ha sido

infringida por el auto o sentencia reprochadas. Cumple por eso, con hacer efectivo el principio de seguridad

jurídica y de juridicidad propio del Estado constitucional de derechos y justicia (Resolución No. 171-2015 de 13

de mayo de 2015, Resolución No. 159-2015 de 30 de abril de 2015, Resolución No. 157-2015 de 30 de abril de

2015). 

6.- DECISIÓN DEL TRIBUNAL DE INSTANCIA: El Tribunal de instancia en la parte considerativa de su

fallo estimó, principalmente, que: 

SEGUNDO.- De foja 405 de los autos consta la razón sentada por el señor Secretario Relator de la

causa, mediante la cual certifica: ª ¼ se señala que revisado el proceso con posterioridad a la fecha en

que entró en vigencia el Código Orgánico General de Procesos, en cuanto a las normas del abandono,

se encuentra que la última actuación del Tribunal es el auto emitido y notificado el 14 de septiembre

de 2015 y el tiempo que ha trascurrido hasta la actualidad (07 de marzo de 2016 es de CIENTO

DIECIOCHO DIAS. Lo que pongo en conocimiento de los señores jueces del Tribunal.º , por lo que

resulta evidente para este Tribunal que el impulso de la acción planteada se encuentra suspendida de

hecho por más de OCHENTA DÍAS por las parte;  TERCERO.- La Disposición Final Segunda del

Código Orgánico General  de Procesos establece  :  ª SEGUNDA.- El  Código Orgánico General  de

Procesos entrará en vigencia luego de transcurridos doce meses, contados a partir de su publicación

en el Registro Oficial, con excepción de las normas que reforman el Código Orgánico de la Función

Judicial,  la  Ley  Notarial  y  la  Ley  de  Arbitraje  y  Mediación  y  aquellas  que  regulan  períodos  de

abandono, copias certificadas, registro de contratos de inquilinato y citación, que entrarán en vigencia

a partir de la fecha de publicación de esta Ley...º  (El énfasis es del Tribunal) CUARTO.- El artículo

245 del Código Orgánico General de Procesos señala: ª La o el juzgador declarará el abandono del

proceso en primera instancia, segunda instancia o casación cuando todas las partes que figuran en el

proceso hayan cesado en su prosecución durante el término de ochenta días, contados desde la fecha

de la última providencia recaída en alguna gestión útil para dar curso progresivo a los autos.º  (El

énfasis es del Tribunal); QUINTO.- La Resolución de la Corte Nacional de Justicia No. 7, publicada

en el Registro Oficial No. 539 de 9 de Julio de 2015, señala en sus artículos 3 y 5 ª Art. 3.-Para la

declaración del abandono, en cada caso, la o el juzgador contará el término tomando en cuenta el
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contexto de los artículos  245 y 246 del  COGEP, esto es,  a partir  de la notificación de la última

providencia recaída en alguna gestión o actuación procesal,  útiles  para dar curso al  proceso.  El

término previsto en el inciso anterior se aplicará para aquellas providencias emitidas o actuaciones

procesales realizadas con posterioridad a la fecha en que entró en vigencia el COGEP.º , ª Art. 5.- El

impulso del proceso corresponde a las partes y la omisión de esta carga procesal no es atribuible a la

o el juzgador.º . De lo expuesto y al verificarse que el proceso se encuentra en estado de abandono

conforme lo establecen los artículos 245 y 246 del Código Orgánico General de Procesos, se dispone

su archivo.

7.- FUNDAMENTACIÓN DEL RECURSO INTERPUESTO:  

El recurso interpuesto por la compañía minera BIRA BIENES RAICES S.A., se sustenta en la causal primera

del  artículo  3 de  la  Ley  de  Casación,  por  falta  de  aplicación  del  artículo  38 de  la  Ley de  la  Jurisdicción

Contencioso Administrativa; y, errónea aplicación de los artículos 245, 246 y 5 del Código Orgánico General de

Procesos. 

Respecto de la falta de aplicación del artículo 38 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, señala

la recurrente, que en la demanda, se anunciaron las pruebas, por lo que el Juez Ponente, en el auto de 14 de

septiembre de 2015, las 09h25; o, en el auto de 7 de marzo de 2016, las 12h51, debió  "abrir la causa a prueba";

sin embargo, indica que en ninguno lo hizo, aplicando en forma errónea los artículos 245, 246 y 5 del COGEP,

razonando de que ha sido de responsabilidad del demandante el abandono de la causa. Señala la recurrente que

el Tribunal de instancia se esmera por denegar el acceso a la justicia, violando así el Art. 75 de la Constitución

de la República del Ecuador e infringe el artículo 20 del Código Orgánico de la Función Judicial, que trata sobre

el  principio  de  celeridad,  mencionando  que  no  se  le  puede  atribuir  la  falta  de  despacho  al  usuario  en  la

Administración de Justicia, más aún todavía que era el Tribunal de instancia, quien debía abrir la causa a prueba

en el referido juicio, lo cual no lo hizo.

8.- RESPECTO DE LA CAUSAL PRIMERA DEL ARTÍCULO 3 DE LA LEY DE CASACIÓN: 

8.1.- La causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, se refiere: 

ª Aplicación indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de normas de derecho, incluyendo

los precedentes jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan sido determinantes de

su parte dispositiva;º .

Mediante esta causal es factible la imputación del yerro, in iudicando jure, de la sentencia

reprochada, lo que implica la denuncia de violación directa de norma jurídica sustantiva, en

razón de que no se  ª han subsumido adecuadamente los elementos  fácticos  que han sido

probados  y  se  hallan  admitidos  por  las  partes,  dentro  de  la  hipótesis  normativa

correspondiente,  sea  porque  se  ha  aplicado  una  norma jurídica  que  no  corresponde,  o

porque no se ha aplicado la que corresponde o porque, finalmente, se realiza una errónea

interpretación de la norma de derechos sustantivoº . (Andrade, Santiago. La Casación Civil

en el Ecuador, UASB, Quito, 2005, Pág. 182).
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8.2.- La casacionista alega dos modos de yerro, la falta de aplicación y la errónea aplicación. 

La falta de aplicación de una norma jurídica, se produce cuando la norma que está llamada a

dar solución al problema jurídico no ha sido aplicada en la sentencia recurrida; es decir, se

produce una omisión en la aplicación de la norma pertinente al caso; lo que implica que en su

lugar, de manera indebida, ha sido aplicada otra disposición jurídica; de ahí que sea necesario

que en la fundamentación del recurso de casación se establezcan las razones por las cuales

debió  aplicarse  la  norma jurídica  infringida  y,  de  ser  varias,  es  deber  de  quien  recurre,

explicar con claridad y precisión esas razones por cada norma que se estima infringida; es

asimismo necesario  que se  establezcan  las  razones  por  las  cuales  el  juzgador  usó  en  su

decisión, indebidamente, normas que no correspondían al caso. Así mismo, para que en esos

casos exista una proposición jurídica completa deberá el casacionista, establecer qué norma

jurídica ha sido aplicado indebidamente en lugar de la omitida, haciendo para el efecto una

exposición lógico-jurídica que exteriorice a cabalidad todo el vicio en el que habría incurrido

la decisión judicial.

La causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación, que ha sido transcrita, puntualiza que

los modos de infracción a la violación directa de norma sustantiva, son la falta de aplicación,

la indebida aplicación y la errónea interpretación de las normas que el casacionista considera

infringidas; de modo que, la errónea aplicación no es yerro que exista en el ordenamiento

jurídico que regula el recurso de casación. Es claro además, para la Sala, que ese modo de

infracción no es atinente a la especificidad del recurso de casación, por cuanto, mientras la

falta  de  aplicación  determina  una omisión  de  usar  la  norma que debe ser  aplicada  a los

antecedentes  fácticos  resultantes  del  proceso,  la  indebida  aplicación  es  un  yerro  que

determina el uso inadecuado o impertinente de una norma jurídica,  a dichos antecedentes

fácticos; en tanto que la errónea interpretación, presume que el juzgador usó la norma llamada

a dar solución a la controversia judicial, pero dándole un alcance, esto es, una interpretación

diferente  a  la  que  tiene,  para  lo  cual  es  indispensable  situar  incluso  el  método  de

interpretación,  usado  por  el  juzgador,  y  la  determinación  de  aquel  método  que  era  el

pertinente a los antecedentes de hecho del proceso. Por consiguiente, al no existir ese modo

de infracción en la causal y, en aplicación al principio de especificidad, el yerro denunciado

no puede ser analizado por la Sala.

A tono con lo dicho, corresponde a la Sala, pronunciarse sobre  el yerro de falta de aplicación



Lunes 3 de agosto de 2026 Edición Jurídica Nº 121 - Registro Oficial

56 

del artículo 38 de la Ley de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, que ordenaba:

ª Con la contestación de la demanda se mandará notificar al actor, y en la misma

providencia, caso de haber hechos que deban justificarse, se abrirá la causa a prueba

por el término de diez días, en el cual se practicarán las diligencias probatorias que

se solicitaren.

Cuando  la  controversia  versare  exclusivamente  sobre  cuestiones  de  derecho,

contestada la demanda se notificará a las partes, y sin otra sustanciación el Tribunal

pronunciará sentencia en el término de doce díasº .

En  la  especie,  es  claro  para  esta  Sala  Especializada,  que  la  sustentación  del  recurso  de

casación en estudio, se limita únicamente a referir la falta de aplicación del artículo 38 de la

Ley de  la  Jurisdicción  Contencioso  Administrativa,  sin  que se haga relación  alguna  a la

indebida aplicación de otras disposiciones jurídicas ni se arguya la trascendencia del vicio en

la  decisión  judicial,  lo  que  permite  establecer  la  existencia  de  una  proposición  jurídica

incompleta en la proposición del recurso de casación, haciendo improcedente el recurso.

No  obstante  lo  dicho,  debe  señalarse  que  en  materia  de  abandono,  la  disposición  final

segunda del COGEP, determinó de modo expreso e imperativo que, en materia de abandono,

se aplicarán sus disposiciones a partir de su publicación en el Registro Oficial, lo cual ocurrió

el 22 de mayo de 2015; a las que se ha referido la decisión judicial recurrida, sin que se haya

producido restricción alguna en la aplicación de estas disposiciones legales. En adición, debe

dejarse  establecido  que  el  artículo  38  de  la  Ley  de  la  Jurisdicción  de  lo  Contencioso

Administrativo se trata de una norma de orden procesal, por tanto, distinta a la categoría de

material a la que se refiere la causal primera del artículo 3 de la Ley de Casación. 

9.- DECISIÓN: Por las consideraciones expuestas, esta Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo,

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR

AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA,  rechaza el  recurso  de

casación interpuesto por la compañía minera BIRA BIENES RAICES S.A., y NO casa el auto de 30 de marzo

del  2016,  16h05,  expedido  por  el  Tribunal  Distrital  No.  2  de  lo  Contencioso  Administrativo  con  sede  en

Guayaquil.- Notifíquese, publíquese y devuélvase.-
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DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO
JUEZ NACIONAL (PONENTE)

MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ
JUEZ NACIONAL

RACINES GARRIDO FABIAN PATRICIO
JUEZ NACIONAL
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Juicio No. 17811-2018-01347

JUEZ  PONENTE:   MILTON  ENRIQUE  VELASQUEZ  DIAZ,  JUEZ  NACIONAL

(PONENTE)

AUTOR/A: MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 12 de mayo del

2022, las 08h46. VISTOS: El tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de

la Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales Milton Velásquez Díaz, Patricio

Secaira Durango e Iván Larco Ortuño, dicta la siguiente sentencia dentro de la causa No. 17811-2018-

01347:

I. Conformación y competencia de la Sala

1.1. Esta Sala está integrada por los jueces Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio

Racines  Garrido,  Patricio  Adolfo  Secaira  Durango  e  Iván  Rodrigo  Larco  Ortuño.  Su

conformación resultó de tres sucesos:

1. El nombramiento de jueces efectuado por el Pleno del Consejo de la Judicatura

mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021;

2. La organización de las salas especializadas hecha por el Pleno de este organismo

mediante Resolución No. 02-2021 de 5 de febrero de 2021; y, 

3. Los encargos realizados por el doctor Iván Saquicela Rodas, presidente de la Corte

Nacional de Justicia, mediante Oficios No. 115-P-CNJ-2021 y 113- P-CNJ-2021,

respectivamente a los jueces Iván Rodrigo Larco Ortuño y Patricio Adolfo Secaira

Durango.

1.2. Tiene competencia para conocer y resolver los recursos de casación interpuestos dentro

de las causas en materia administrativa,  de conformidad con el artículo 185.1 del Código

Orgánico de la Función Judicial, en concordancia con los artículos 184.1 de la Constitución y

269 del Código Orgánico General de Procesos (ª COGEPº ).

176149949-DFE

RESOLUCION N° 512-2022Juicio No. 17811-2018-01347

JUEZ  PONENTE:   MILTON  ENRIQUE  VELASQUEZ  DIAZ,  JUEZ  NACIONAL

(PONENTE)

AUTOR/A: MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ

CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.  -  SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO DE LA CORTE NACIONAL DE JUSTICIA. Quito, jueves 12 de mayo del

2022, las 08h46. VISTOS: El tribunal de la Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo de

la Corte Nacional de Justicia, conformado por los jueces nacionales Milton Velásquez Díaz, Patricio

Secaira Durango e Iván Larco Ortuño, dicta la siguiente sentencia dentro de la causa No. 17811-2018-

01347:

I. Conformación y competencia de la Sala

1.1. Esta Sala está integrada por los jueces Milton Enrique Velásquez Díaz, Fabián Patricio

Racines  Garrido,  Patricio  Adolfo  Secaira  Durango  e  Iván  Rodrigo  Larco  Ortuño.  Su

conformación resultó de tres sucesos:

1. El nombramiento de jueces efectuado por el Pleno del Consejo de la Judicatura

mediante Resolución No. 008-2021 de 28 de enero de 2021;

2. La organización de las salas especializadas hecha por el Pleno de este organismo

mediante Resolución No. 02-2021 de 5 de febrero de 2021; y, 

3. Los encargos realizados por el doctor Iván Saquicela Rodas, presidente de la Corte

Nacional de Justicia, mediante Oficios No. 115-P-CNJ-2021 y 113- P-CNJ-2021,

respectivamente a los jueces Iván Rodrigo Larco Ortuño y Patricio Adolfo Secaira

Durango.

1.2. Tiene competencia para conocer y resolver los recursos de casación interpuestos dentro

de las causas en materia administrativa,  de conformidad con el artículo 185.1 del Código

Orgánico de la Función Judicial, en concordancia con los artículos 184.1 de la Constitución y

269 del Código Orgánico General de Procesos (ª COGEPº ).

176149949-DFE

RESOLUCION N° 512-2022
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1.3. En este caso, el sorteo electrónico de 30 de junio de 2021 radicó la competencia para

resolver el presente recurso de casación en el tribunal conformado por los jueces nacionales

Milton Velásquez Díaz (ponente), Patricio Secaira Durango e Iván Larco Ortuño.

II. Antecedentes

2.1 El 19 de septiembre de 2018,  Hugo Milton Ruiz Enríquez,  Mario Javier  Lima Pozo,  Hernán

Marcelo  Angulo  Santacruz,  Carlos  Rafael  Cadena  Moreno  y  Amanda  Lucía  Chugá  Almeida,

presentaron una acción contencioso-administrativa en contra de la Contraloría General del Estado y la

Procuraduría General del Estado para que se declare la ilegalidad y la nulidad del acto administrativo

contenido en la Resolución No. 9039 de 27 de diciembre de 2016 y los Oficios Nos. del 00714DNRR

al 00718DRR. 

2.2 Mediante sentencia de 7 de enero de 2020, las 14h07, el Tribunal Distrital de lo Contencioso

Administrativo con sede en el Distrito Metropolitano de Quito aceptó la demanda propuesta y declaró

la nulidad de los actos administrativos impugnados. Contra esta decisión, la Contraloría General del

Estado interpuso recurso de casación. 

2.3  Elevado el  expediente  a  la  Sala  Especializada  de lo  Contencioso  Administrativo de  la  Corte

Nacional de Justicia, con auto de 15 de septiembre de 2020, las 10h50, el Conjuez Nacional Fernando

Ortega Cárdenas admitió el recurso por las causales segunda y quinta del artículo 268 del COGEP. 

2.4  En  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  272 del  COGEP se  celebró  la  audiencia  de

fundamentación del recurso, de manera telemática, el 28 de abril  de 2022, a las 09h00; en la cual el

tribunal decidió por unanimidad rechazar el recurso de casación interpuesto por la Contraloría General

del Estado. En mérito de lo dispuesto en el artículo 93 ibídem, se emite la resolución escrita motivada

al tenor de las consideraciones que se expresan a continuación:

III. Validez procesal

3.1 No se observa la omisión de solemnidades sustanciales en la tramitación del presente recurso, ni

violación alguna del derecho a la defensa de las partes. Tras haber verificado que este proceso se ha

tramitado  con  regularidad  y  que  ninguna  de  las  partes  ha  alegado  vulneraciones  de  derechos

procesales, se declara su validez.
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IV. Análisis del recurso

Análisis de la causal segunda del  artículo 268 del  COGEP por cuanto en la sentencia no se

cumple con el requisito de motivación. 

4.1 La entidad recurrente alegó que la sentencia carece de motivación, por las siguientes razones:

4.1.1 La decisión no cumple con el elemento de la lógica, dado que no existe coherencia entre las

premisas y la conclusión. En tal sentido, manifestó que el tribunal  a quo delimitó como premisa

mayor el artículo 52 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado (ª LOCGEº ). No

obstante, en la premisa menor dedujo como cierto que no existió responsabilidad por parte de los

accionantes, por cuanto no se beneficiaron de la remuneración que recibieron el médico general y

la laboratorista. 

4.1.2 En consecuencia, la premisa menor es ©falaz© dado que la responsabilidad no tiene relación

directa con el beneficio propio. Este tipo de responsabilidad se establece ante la conducta de un

servidor público -o algunos- que, por no tomar las cautelas, precautelas o precauciones necesarias,

ocasione perjuicio directo o indirecto a los bienes y recursos públicos.  Es así  que previo a la

contratación, los accionantes debieron revisar la documentación de los profesionales, pues de esta

forma se hubiese evitado el egreso de UDS 16.072,72. 

4.1.3 La conexión entre la base fáctica de la sentencia y la norma que se utiliza para decidir sobre

la cuestión jurídica no resulta ser cierta, debido a que las acciones y omisiones de los accionantes

causaron notablemente perjuicio económico en razón de sus funciones de Rector, Jefe de Talento

Humano, Director Administrativo, Director Financiero y Tesorera de la Universidad Politécnica

Estatal del Carchi. 

4.1.4 En ninguna de las premisas que anteceden a la conclusión se prueba que los accionantes, en

el ejercicio de sus funciones y periodo de gestión, consideraron lo dispuesto en el numeral 1 del

artículo 230 de la CRE; artículo 117 de la LOSEP; y, numeral 2 y 9 del artículo 3 del Reglamento a

la LOSEP. Finalmente, que la decisión recurrida no está fundamentada en normas constitucionales

y legales pertinentes al caso concreto y acorde a la razón. 

4.2 De acuerdo con lo anterior, esta Sala se dispone a examinar la falta de motivación de la

sentencia recurrida de acuerdo con la estructura del artículo 76.7.l de la CRE.
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4.3 El deber de motivación se encuentra previsto en la Constitución del Ecuador en su artículo 76,

núm. 7, letra l) y dispone lo siguiente: 

ª Las resoluciones de los poderes publicos deberan ser motivadas. No habra motivacion si en

la resolucion no se enuncian las normas o principios juridicos en que se funda y no se explica

la  pertinencia  de  su  aplicacion  a  los  antecedentes  de  hecho.  Los  actos  administrativos,

resoluciones o fallos que no se encuentren debidamente motivados se consideraran nulos. Las

servidoras o servidores responsables seran sancionadosº

4.4  Esta  disposición  se  refiere  al  deber  de  razonar  y  se  cumple  cuando  se  ª verifican  dos

circunstancias básicas: enunciar las normas o principios en que funda la decisión; y, explicar la

pertinencia de la aplicación de esas normas o principios a los hechos del  casoº  [Rafael  Oyarte,

Derecho Constitucional (Quito: Ediciones Legales, 2019) 935].

4.5 De criterio similar ha sido nuestra jurisprudencia constitucional, al entender que la estructura de la

motivación se compone de: i. enunciar las normas y/o principios jurídicos en que se fundamenta la

decisión; ii. enunciar los hechos del caso; y, iii. explicar la pertinencia de la aplicación de las normas a

los antecedentes de hecho [CCE, sentencia 1158-17-EP/21 de 20 de octubre de 2021, párr. 59]. 

4.6 De esta forma, una argumentación jurídica mínimamente completa está compuesta por suficientes

fundamentos fácticos,  sobre los  antecedentes  de hecho y su prueba;  y  suficientes  fundamentos

jurídicos, en el sentido de enunciar las normas y principios jurídicos y la aplicación de estos a los

antecedentes de hecho -pertinencia- [CCE, sentencia No. 497-17-EP/20 de 9 de septiembre de 2020,

párr.  17].  La  motivación,  en  este  sentido,  deberá  indicar  sobradamente  que  la  decisión  adoptada

responde a una manera específica de entender qué hechos resultan probados y cómo se interpreta la

norma aplicable [Teresa Armenta Deu, Lecciones de Derecho Procesal Civil (Madrid: Marcial Pons,

2017), 242].

4.7 La motivación suficiente exige únicamente conocer la razón de decidir, independientemente de la

parquedad o extensión del razonamiento expresado [Juan Montero Aroca, La Sentencia. En Derecho

Jurisdiccional II (Valencia: Tirant lo Blanch, 2018), 384]. Así también ª ¼ no incluye un derecho al

acierto o la corrección jurídica de las resoluciones judicialesº  [CCE, sentencia No. 274-13-EP/19, de

18 de octubre de 2019, párr. 47]; como tampoco, habilita una revisión de los méritos de la decisión, ni

permite  entrar  a  analizar  la  corrección  de la  aplicación  del  Derecho y  tampoco de  la  valoración

probatoria (motivación incorrecta) [CCE, sentencia No. 1906-13-EP/20, 5 de agosto de 2020]. 
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4.8 Ahora bien, de acuerdo con los argumentos de la entidad casacionista, se observa que pretende que

se analice una posible motivación aparente, es decir, ª aquella que a primera vista cuenta con una

fundamentación  suficiente  -normativa  y  fáctica-,  pero  alguna  de  ellas  es  insuficienteº  [CCE,

Sentencia No. 1158-17-EP/21, de 20 de octubre de 2021, párr. 71]. Ello, por cuanto estaría afectada

por un vicio motivacional de incoherencia.

4.9 La incoherencia, por su parte, puede ser de dos tipos: 1. Incoherencia lógica; y, 2. Incoherencia

decisional.  La primera, ocurre ante una contradicción entre los enunciados que las componen -sus

premisas y conclusiones; es decir,  cuando un enunciado afirma lo que otro niega. La segunda, se

verifica ante una contradicción entre la conclusión final de la argumentación y la decisión o, dicho de

otra manera, cuando se decide algo distinto a la conclusión previamente establecida [CCE, Sentencia

No. 1158-17-EP/21, de 20 de octubre de 2021, párrs. 73-75].

4.10 La entidad pública parte del argumento de que habría incoherencia en la sentencia por cuanto el

tribunal de instancia dedujo como cierto que no existió responsabilidad por parte de los accionantes,

dado que no se beneficiaron de la remuneración percibida por el médico general y la laboratorista. No

obstante, dicha apreciación es errada, dado que la decisión precisó que no serían responsables por

cuanto ª el médico y la laboratorista eran quienes sabían y conocían que estaban laborando en una

institución  del  Estado,  y  pese  a  ello,  declararon  bajo  juramento  que  no  estaban  incursos  en

pluriempleo¼ º  [considerando 5.5.1 de la sentencia recurrida]. De ahí que, según la sentencia que se

revisa, lo importante fue que no se determinó: (i) el monto exacto con el que cada uno (médico y

laboratorista) se habría beneficiado con la contratación realizada y (ii) quienes son los responsables

principales; que no tiene relación directa con la responsabilidad o no de los accionantes, sino con los

vicios de los actos administrativos. 

4.11 Por lo demás, respecto de los párrs. 4.1.2, 4.1.3 y 4.1.4 ut supra, cabe recordar que mediante la

causal segunda del artículo 268 del COGEP, esta Sala se encuentra impedida de examinar la correcta

o incorrecta interpretación y/o aplicación del Derecho por parte de los jueces de instancia, pues lo

único que corresponde revisar es si la decisión cuenta con los elementos que componen la estructura

mínima de una argumentación jurídica -motivación suficiente-. Este criterio ha sido recogido por la

jurisprudencia de esta Sala, de la siguiente forma: 

ª [E]l incumplimiento del requisito de motivación es un cargo casacional que guarda relación

con un defecto de construcción de la sentencia impugnada. Entonces, esta causal no puede
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ser trastocada para analizar la corrección jurídica de la decisión ni  la valoración de la

prueba. Cuando un recurrente busque tal tipo de control deberá alegar las causales aptas

para el efecto y no limitarse a invocar el incumplimiento del requisito de motivación. De otra

manera, la motivación se convertiría en una suerte de llave maestra para abrir cualquier tipo

de control sobre la decisión recurrida, lo que vaciaría de contenido a las demás causales de

casaciónº  [Corte Nacional de Justicia, Sala Especializada de lo Contencioso Administrativo,

sentencia de 8 de septiembre de 2021, juicio No. 01803-2018-00396, párrs. 4.8 y 4.9]

4.12 En consecuencia, si el recurrente consideró que ª la norma que se utiliza para decidir sobre la

cuestión jurídica no resulta ser ciertaº , debió invocar la causal adecuada para revisar dicho yerro, y

esta a su vez, ser admitida en la etapa procesal oportuna. De ahí, los argumentos de la entidad pública

reflejan inconformidad con la decisión y precisan como debería haberse resuelto el caso concreto,

además de referirse a una supuesta ©falta© de prueba. En consecuencia, no resultan procedentes.

4.13 Finalmente, de una revisión general de la sentencia recurrida, se advierte que cumple con la

garantía  de  motivación  suficiente  contenida  en  el  artículo  76.7.l  de  la  CRE,  toda  vez  que  se

enunciaron las normas mediante las cuales se fundamentó la decisión, así como la pertinencia de su

aplicación en el caso concreto; sin que ello implique que esta Sala coincide con el razonamiento de los

juzgadores de instancia, pues la correcta o incorrecta interpretación o aplicación del Derecho, no se

revisa por medio de esta causal.

4.14 En mérito de lo expuesto, esta Sala no advierte el incumplimiento del requisito de la motivación

en la sentencia recurrida. Por consiguiente, se rechaza este cargo.

Análisis de la causal quinta del artículo 268 del COGEP por errónea interpretación del artículo

52 de la LOCGE. 

4.15 La violación directa de la ley por errónea interpretación ocurre ª cuando, siendo la norma cuya

transgresión se señala la pertinente para el caso, el juzgador le ha dado un sentido y alcance que no

tiene o restringiendo el que realmente ostenta; que es contrario al espíritu de la leyº  [CNJ, Sala de lo

Civil, Mercantil y Familia, 16 de mayo del 2011, Juicio No. 476-2010-MAS]; o le ha dado un sentido

o alcance diferente, sin profundizar en el pensamiento latente en la norma, en el espíritu de la ley y en

la  intrínseca  intención  del  legislador  [Manuel  Tama  Viteri,  El  recurso  de  casación  en  la

jurisprudencia nacional (Guayaquil: Edilex, 2010), p. 151].
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4.16 En otras palabras, el juzgador selecciona correctamente la norma que se subsume a los hechos

materia de la  litis,  pero comete un yerro al  interpretar  la  disposición,  atribuyéndole un sentido y

alcance, ya restrictivo o extensivo, que no tiene; incurriendo de esta forma, en la violación directa de

la ley. 

4.17 De otro lado, esta Sala ya ha indicado que cuando se alega la errónea interpretación, corresponde

al casacionista explicar en su fundamentación: i. cuál es la norma sustantiva infringida; ii. si es la

pertinente para dar solución al problema jurídico; iii. cuál es la interpretación que el juzgador dio a esa

norma, explicando ese razonamiento judicial; iv. explicar el método de interpretación utilizado en la

decisión judicial; v. determinar por qué razón esa interpretación no es la que corresponde, por qué el

método usado o las reglas propias de éste no son las adecuadas al caso; vi. para luego establecer cuál

es la interpretación que debió darse a la norma, cuál es el método de interpretación o la correcta

aplicación  de  sus  reglas,  a  fin  de  concluir  con  el  razonamiento  lógico-jurídico  que  viabilice  un

entendimiento  claro  y  preciso  que  demuestre  la  existencia  del  vicio  acusado y  de  este  modo de

infracción. Ello no obsta, por supuesto, a que el tribunal de casación infiera algunos de estos requisitos

de la fundamentación del recurso; pues de otra forma, la revisión de estos se convertiría en una tarea

en demasía formalista.

4.18  Ahora  bien,  la  norma  acusada  como  erróneamente  interpretada  se  encuentra  prevista  en  el

artículo 52 de la LOCGE, y sobre esta, la entidad pública manifestó: 

4.18.1 Que, el tribunal a quo confundió el alcance de la responsabilidad civil culposa, al precisar

que se indicaron cuales eran las funciones de cada uno de los supuestos responsables, pero no se

identificaron quieres  fueron los  responsables  principales,  cuando la  responsabilidad subsidiaria

únicamente cabe en órdenes de reintegro.  Esto resultaría,  en una evidente falta de análisis  del

espíritu  de la  ley,  otorgándole  un sentido extensivo,  cuando su obligación fue aplicarla  en su

sentido literal. 

4.18.2  Que,  los  juzgadores  le  atribuyeron  una  interpretación  extensiva  a  la  norma,  dado  que

argumentaron que, en el caso concreto, no se verificó en contra de los accionantes la existencia de

los elementos constitutivos de la conducta, conforme lo establece el artículo 52 de la LOCGE,

dado que resultaba ª imposible  que los  funcionarios  de la  Universidad Politécnica Estatal  del

Carchi pueda conocer que las personas que estaban por ser contratadas faltaban a la verdad y se

encontraban trabajando en alguna otra institución pública, conforme la declaración juramentada

que hicieron de no estar incursos en pluriempleoº ; cuando la responsabilidad se determinó debido
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a que ª contrataron, autorizaron y dispusieron pagos a un médico a una laboratorista¼ lo que

ocasionó que se apruebe, registre y pague el valor de USD 16.070,72º . 

4.19 Bajo tales consideraciones, de la revisión de los argumentos de la entidad recurrente, se advierte

que no se cumple en absoluto los requisitos iv. y v. del párr. 4.17 ut supra, ni estos pueden deducirse

con claridad meridiana de la fundamentación del recurso. Así mismo, el requisito vi.  ibídem, no se

haya sustentado, pues lo único que ha reiterado la casacionista es que en el caso concreto, la conducta

de  los  accionantes  se  subsumió  en  el  artículo  52  de  la  LOCGE,  de  suerte  que  no  ha  probado

claramente el yerro acusado.  

4.20  De  acuerdo  con  lo  anterior,  vale  recordar  que  la  casación  como  recurso  extraordinario  y

especializado, difiere de los recursos ordinarios, especialmente en lo que se refiere a la debida técnica

que permite  el  ejercicio adecuado del  recurso,  de tal  forma que resulta  lógico que se requiera la

implementación de una debida técnica casacionista por parte del recurrente para que la casación pueda

cumplir  su  papel  de  revisor,  protector  de  la  ley  y  uniformador  de  criterios,  que  culminará

eventualmente con la justicia del caso [Humberto Bello Tabares,  La casación civil  (Bogotá: Grupo

Editorial Ibáñez, 2017) 393-394].

4.21  Igualmente,  al  encontrarnos  frente  a  un  recurso  de  características  formal,  técnico  y

extraordinario, esta Sala no puede suplir la deficiencia en la fundamentación del recurso de casación,

pues ª no es misión del tribunal indagar el propósito del recurrenteº  [Corte Suprema de Justicia,

Juicio No 59-94 (Echanique vs. Bilbao) R.O. 901 de 11 de marzo de 1996] y menos aún,  puede

aniquilar el fallo de oficio [Corte Suprema de Justicia, Sala de lo Civil y Mercantil, Resolución 384 de

26 de septiembre del 2000, juicio No. 107-99. R.O. 205 de 16 de noviembre del 2000]; pues debe

limitarse a resolver lo propuesto en el recurso de casación.

4.22 Del mismo modo, es indispensable que se correlacione las distintas causales con las normas

jurídicas invocadas, demostrando claramente el error, y el por qué se debió aplicar la disposición, o

por qué no debió aplicarse, o en su caso, por qué la interpretación resulta incorrecta [Registro Oficial

No. 224 de 29 de diciembre de 1997]. Además de ello, por la vigencia del principio dispositivo, la

jurisprudencia nacional ha precisado que, si no se señalan concretamente los fundamentos en que se

apoya el recurso, el mismo no puede prosperar, pues por un principio de lógica, es necesario que se

explique de qué manera han influido en la parte dispositiva de la sentencia cada una de las causales

[Resoluciones de 26 de septiembre de 2000, juicio No. 221-2000 y de 15 de diciembre de 2000, juicio

No. 290-2000]. 
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4.23  En  consecuencia,  al  no  cumplirse  con  los  requisitos  de  procedencia  del  vicio  de  errónea

interpretación,  y  tampoco probarse  y  establecerse  de  forma clara  y  unívoca  el  yerro  acusado,  el

recurso no procede por este extremo. 

4.24 En todo caso, es menester recordar que, no basta con que se configure un ©supuesto© vicio de

errónea interpretación, sino que además este debe tener la trascendencia necesaria para influir en la

decisión  de  la  causa.  Es  decir,  que  ª para  fines  de  casación,  el  error  de  derecho  debe  ser

protuberante,  como doctrinariamente se exige ª ostensiblemente para el  sentido comúnº ;  o  como

también señala la doctrina, es error trascendente: ª cuando repercute e incide en la decisión, a tal

punto que sin él el juez habría fallado en sentido contrarioº  [Humberto Murcia Ballén, Recurso de

Casación Civil (Bogotá: El Foro de la Justicia, 1983), 364]. 

4.25 En tal contexto, con la finalidad de verificar si la errónea interpretación del artículo 52 de la

LOCGE, tal como ha sido planteado por la entidad recurrente, es trascendente en la decisión, cabe

examinar si ha existido o no ejercicio de control de la actividad de la Administración dentro de la

sentencia. Bajo dicho escenario, los considerandos 5.5.1 y 5.5.2 último inciso del fallo contiene el

análisis de la exclusión de la responsabilidad civil y el vicio de motivación consecuente, por cuanto el

órgano no adecuó la responsabilidad de los actores a la realidad fáctica de los hechos. El tribunal, en

este sentido, manifestó: 

ª El  personal  de la  Universidad Politécnica Estatal  del  Carchi  realizó  un  control  previo

adecuado con anterioridad a la contratación del médico y la laboratorista, verificando que

las personas que iban a ser contratadas estaban habilitadas para celebrar contratos con el

estados de conformidad con el  certificado y la  declaración juramentada que presentaron

como documentos habilitantes para ser contratados por la Universidad Politécnica Estatal

del Carchi; por lo que no se puede endilgar responsabilidades a los hoy accionantes, por

cuanto el médico y la laboratoristas eran quienes sabían y conocía que estaban laborando en

una institución del Estado y pese a ello declararon bajo juramento que no estaban incursos

en  pluriempleo,  por  lo  que  los  hoy  accionantes  actuaron  de  conformidad  con  la

documentación  debidamente  legalizada  que  los  contratistas  les  entregaron  previa  a  la

contrataciónº

4.26 En tal contexto, aun cuando el vicio de errónea interpretación fuere admisible en el presente caso,

ello carecería de trascendencia en el fondo de la decisión. Por consiguiente, y tomando en cuenta lo
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manifestado en el párr. 3.23 ut supra, se rechaza el cargo de errónea interpretación del artículo 52 de

la LOCGE.  

V. Decisión

5.1  En  mérito  de  las  consideraciones  expuestas,  esta  Sala  Especializada  de  lo  Contencioso

Administrativo de la Corte Nacional  de Justicia,  ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE

DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y

LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, rechaza el  recurso de casación interpuesto por la Contraloría

General del Estado. Consecuentemente, se decide NO CASAR la sentencia de 7 de enero de 2020, las

14h07, emitida por el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo con sede en el Distrito

Metropolitano de Quito.- Notifíquese, publíquese y devuélvase.- 

MILTON ENRIQUE VELASQUEZ DIAZ
JUEZ NACIONAL (PONENTE)

DR. IVAN RODRIGO LARCO ORTUÑO
JUEZ NACIONAL (E)

DR. PATRICIO ADOLFO SECAIRA DURANGO
JUEZ NACIONAL
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